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INTRODUCCIÓN 
LA RELIGIÓN BAJO SOSPECHA 


Dos jueces de la High Court de Londres resolvieron el 28 de febrero de 2011 que un 
matrimonio británico de cristianos pentecostales —Eunice y Owen Johns— no podían 
obtener la custodia de niños, debido a que juzgan inaceptable la práctica de la 
homosexualidad. Este matrimonio de sexagenarios, que había acogido a quince menores 
a lo largo de su vida, no pudieron seguir haciéndolo una vez aprobada la Equality Act, 
centrada en los derechos de los homosexuales. Según el criterio de los jueces, las 
creencias religiosas de este matrimonio les impedían educar a los niños, ya que 
previsiblemente en su educación les transmitirían su rechazo hacia la homosexualidad. 
El aludido matrimonio explicó que estaba dispuesto a aceptar con cariño a cualquier 
joven que se les encomendase, pero que, efectivamente, llegado el caso, nunca le dirían 
que aprueban la práctica homosexual. Se trata de un ejemplo, entre tantos, de cómo a 
algunos ciudadanos sus creencias, no se sabe por qué, les acaba convirtiendo en 
inhábiles para ejercitar un derecho y asumir una responsabilidad, o para participar 
legítimamente en los debates morales que se suscitan en la sociedad: aborto, eutanasia, 
técnicas de reproducción artificial, cuestiones bioéticas, etcétera. 

La recusación de los creyentes en virtud de los valores morales que puedan sustentar 
se lleva a cabo con frecuencia invocando la laicidad de la vida política y argumentando 
que las creencias religiosas no deben interferir en la organización de la sociedad, ya que 
esto significaría la imposición por parte de los creyentes al resto de los ciudadanos de 
sus particulares valoraciones morales. La sociedad habría de organizarse conforme a una 
ética laica, no impregnada de creencias religiosas. 

Pero no es solo en los debates morales donde las creencias religiosas pueden chocar 
con el juego democrático y donde se invoca la laicidad para desactivar el posible influjo 
de la religión en la vida pública. Cualquier tipo de colaboración entre el Estado y la 
práctica religiosa es susceptible de ser denunciada en nombre de la laicidad. Que se 
celebren funerales de Estado conforme a un rito religioso, que el currículo escolar 
contenga la enseñanza de la religión ——desde una óptica confesional o meramente 
cultural, según lo deseen los padres—, que el dinero público establezca conciertos 
educativos con centros confesionales o con ideario cristiano, que las Fuerzas Armadas 
participen en las procesiones de Semana Santa, que existan capellanías castrenses o en 
hospitales públicos y un largo etcétera es cuestionado y denunciado en nombre de la 
laicidad. 

También se invoca la laicidad para solicitar que se retiren los crucifijos de las aulas o 
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de los organismos oficiales; o para prohibir que una joven acuda a clase con el velo 
islámico o que un funcionario pueda portar algún tipo de signo religioso. En fin, se 
decreta, la incompatibilidad entre los símbolos religiosos y los espacios públicos. Si bien 
es verdad que en ocasiones se admite la compatibilidad, tal como hizo la Gran Sala del 
Tribunal de Derechos Humanos de Estrasburgo, al admitir en su sentencia del 18 de 
marzo de 2011 que la ley italiana que establece la obligación de poner crucifijos en las 
aulas escolares no atenta contra el Convenio Europeo de Derechos Humanos. 

Este conjunto de conflictos, que contiene una casuística mucho más amplia, deriva de 
una precisa mentalidad que recibe el nombre de laicismo. De acuerdo con esta 
mentalidad, el espacio público —entendido fisica y moralmente— ha de ser un espacio 
libre de influencias religiosas. Lo característico de las nuevas demandas laicistas es que 
van mucho más allá de una realidad que se encontraba ya firmemente asentada en las 
democracias liberales. 

En las democracias liberales, es decir, las que conocemos en Occidente y son fruto de 
una cultura política que tiene su inicio en los albores de la Modernidad, estaba ya 
consolidada sin problemasla independencia del poder político frente a cualquier instancia 
religiosal. Lo novedoso —lo que distingue el laicismo de nuevo cuño de la laicidad que 
ya se encontraba asentada— consiste en la pretensión de que la construcción de la 
convivencia política se articule completamente al margen de la religión. Obsérvese que 
no es que se desee mantener la independenciade un poder respecto a otro —la autoridad 
civil frente a la religiosa—; lo que se desea es que la religión —una dimensión 
fundamental del ser humano— no incida para nada en la configuración del orden social: 
que no influya en las leyes y que se encuentre ausente por completo del espacio público. 
Es decir, se intenta que la fe de los creyentes resulte completamente irrelevante en la 
organización de la sociedad. 

El debate sobre la laicidad se presenta, pues, con rasgos nuevos. La cuestión ya no es 
la independencia en el diseño constitucional del Estado del poder político frente al poder 
religioso, sino la marginación en la res publica de las creencias y prácticas religiosas que 
profesan los ciudadanos; que estas no interfieran en la organización social y política de 
la sociedad. Se trata, en definitiva, de hacer socialmente irrelevante la religión. 

Así las cosas, resulta comprensible la duda que algunos se plantean sobre la 
compatibilidad entre democracia y religión. Si por una parte percibimos el rechazo de la 
religión que surge desde posiciones laicas, en otros casos se atisba el escepticismo de 
algunos creyentes respecto a la democracia. Laicistas y creyentes demoescépticos 
coinciden en responder negativamente a aquella duda. Los laicistas entienden como 
exigencia democrática la completa ausencia de la religión de la vida política. Los 
creyentes demoescépticos, por su parte, consideran la democracia un inconveniente para 
la plasmación social de sus principios morales; la consideran quizá como una realidad 
con la que inevitablemente hay que contar y que en todo caso no queda más remedio 
quetolerar, pero no como un régimen valioso que es preciso promover y con el que sus 
creencias se pueden articular armoniosamente?2. 

El presente trabajo se ha llevado a cabo con la convicción de que la democracia 


liberal —con las inevitables limitaciones que siempre acompañan a cualquier realización 
humana y aunque deba continuar perfeccionándose— representa la construcción política 
más valiosa que ha desarrollado la humanidad y contiene unos valores políticos y 
morales irrenunciables. En el plano político, la democracia manifiesta una de las 
mayores cotas de civilización alcanzadas por la humanidad, resultado de siglos de 
elaboración y de esfuerzos en pos de la conformación de un ámbito político conforme 
con la dignidad humana3. 

La democracia representa un valor político que no se puede echar por la borda. Y, 
para el cristianismo, no solo no representa obstáculo alguno, sino que puede ser su mejor 
expresión política. No solo eso, sino que, al contrario de lo que se postula desde 
instancias laicistas, la incidencia del cristianismo yde las religiones en la vida política, 
puede ser una de las mejores defensas de la democracia contra su descomposición 
interna. 

Para tratar de estas cuestiones, me ha parecido oportuno abordar en primer lugar las 
cuestiones en las que se visualizan más fácilmente los conflictos entre las expresiones 
religiosas y el orden político. Es el contenido del primer capítulo, en el que se tocan 
cuestiones tan variadas como la financiación de las confesiones religiosas, cómo han de 
ser los funerales de Estado, si debe o no haber capellanías en recintos estatales o 
públicos, o la presencia de los crucifijos en las aulas u otros espacios públicos. 

El segundo capítulo se hace eco de una cuestión recurrente en los debates públicos 
acerca de cuestiones con especial carga moral. El asunto es si los creyentes pueden 
intentar hacer valer sus creencias o, mejor dicho, sus valores morales en la aprobación o 
retirada de las leyes que consideran injustas. Ante tal pretensión, se alza reiteradamente 
el argumento de que los creyentes no pueden imponer al resto de la sociedad su moral. 
La cuestión entraña, desde el punto de vista teórico, cierta complejidad y, sin embargo, 
en ella está en juego el diseño efectivo de la sociedad. El capítulo exige mayor nivel de 
abstracción en su tratamiento y resolver algunas cuestiones no fáciles. El lector habrá de 
hacer un esfuerzo de comprensión un poco mayor, pero albergo la esperanza de que su 
lectura le reporte un mayor beneficio práctico a la hora de afrontar algunos dilemas y de 
orientarse adecuadamente en los debates que suscita una cultura marcada por el 
pluralismo moral y cultural. 

Me ha parecido oportuno, después de señalar la línea que marca la división entre la 
laicidad —un bien político irrenunciable, en mi opinión— y el laicismo, confrontar el 
cristianismo y el bien político que representa la laicidad. Confío en que el lector 
descubrirá, si no lo sabe ya, que el cristianismo representa uno de los grandes pilares 
sobre los que se asienta una correcta concepción de la laicidad y que, además, constituye 
uno de las mejores contribuciones para que la democracia sea un auténtico espacio de 
libertad y de justicia. A esta tarea le he dedicado un apéndice y unas conclusiones 
finales. 

Como no podía ser de otra forma, en la realización del presente trabajo he contraído 
deudas de gratitud con muchas personas. Aunque por motivos muy diversos, deseo 
expresar mi gratitud especial a los profesores Rafael Alvira, Martin Rhonheimer, Tomás 


Prieto, Urbano Ferrer, Antonio-Carlos Pereira y Guillermo Suárez. Debo, por otra parte, 
una singular gratitud a mi amigo Indalecio Estrada y a su hijo Álvaro Estrada Heres. Su 
colaboración no ha sido académica, pero sí inestimable. También quiero dejar constancia 
del excelente servicio y amabilidad del personal de la Biblioteca de la Universidad de 
Navarra, que crea un envidiable entorno para el estudio y la investigación. 

Y, puesto que nos encontramos ante la pretensión de hacer de la religión una 
experiencia socialmente irrelevante, quiero concluir con un explícito agradecimiento a 
Dios por haberme permitido solazarme redactando lo que, con mayor o menor acierto, 
viene a continuación. 


1 Si bien es verdad que el laicismo no es una novedad histórica, pues ha estado siempre muy presente en la 
concepción francesa de la República y tuvo eco en otros países, sobre todo hispanoamericanos y especialmente en 
México, el resto de las democracias han venido manteniendo una relación mucho más positiva y pacífica con el 
fenómeno religioso, de manera que en la mayoría de los países democráticos la cuestión religiosa no representaba 
especiales problemas. Ha sido en las últimas décadas y, sobre todo, en los últimos lustros cuando la cuestión de la 
laicidad se ha abierto paso con nuevo ímpetu en la agenda política y en los debates públicos. Por esta razón, cabe 
decir que el debate sobre la laicidad y la virulencia del laicismo son novedosos. 

2 Califico como «demoescépticos» no solo a algunos creyentes que formalmente pueden cuestionarse la bondad 
de la democracia, sino a aquellos que, sin llegar a combatirla, en realidad no la valoran como el régimen político 
ideal, sino que la aceptan simplemente por ser el régimen político establecido. Viven la democracia, no como un 
valor, sino como un hecho sin más: «es lo que hay», piensan para sí. 

3 Tales elogios al ideal democrático resultan compatibles con la existencia de profundas deficiencias en las 
actuales prácticas políticas. Es lo que puso de manifiesto la *spanishrevolution en las acampadas de «indignados» 
que comenzaron el 15-M, justo una semana antes de las elecciones autonómicas y municipales de 2011 en España. 
Ese fenómeno manifestaba una preocupante crisis de representación política, pero sin invalidar el ideal 
democrático. Acertada o equivocadamente, los acampados reclamaban «democracia real», es decir, mantenían 
como ideal político la democracia, si bien su queja refleja un inquietante síntoma de que el funcionamiento real de 
las democracias resulta manifiestamente mejorable. 
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L LA RELIGIÓN Y SU «IMPACTO AMBIENTAL» 


TI. UN ESPACIO «LIBRE DE HUMOS» RELIGIOSOS 


Cuando se proyecta una autopista, en muchos países se exige un estudio previo de su 
impacto ambiental. Lo mismo sucede con el tendido de electricidad y otras obras civiles. 
Las autopistas y torres de electricidad proporcionan un servicio innegable a la sociedad: 
se acortan las distancias, se facilitan el comercio y la economía, se provee de un servicio 
básico a las poblaciones, etcétera. Pero el mayor respeto al medio ambiente nos ha hecho 
más exigentes y queremos conjugar los avances de la tecnología con la preservación del 
medio ambiente, aunque solo sea desde un punto de vista paisajístico. 

Algo parecido da la impresión de que está sucediendo con el fenómeno religioso 
desde unos años para acá. Es como si, de repente, se hubiera despertado una nueva 
sensibilidad ante el «impacto ambiental» de las religiones, siendo en este caso la 
secularidad de la sociedad el paisaje que se desea preservar. Es como si nuestro sentido 
de lo social hubiera desarrollado una sensibilidad en la que lo religioso desmerecería de 
lo civil y algunos se propusieran que la vida en sociedad y la política estuvieran «libres 
de humos», es decir y en este contexto, libres de la contaminación religiosa. De acuerdo 
con esta nueva sensibilidad, cualquier interacción de lo político con lo religioso 
representaría una ilegítima intromisión de lo religioso en la vida pública y una vuelta a 
épocas pretéritas en las que el poder religioso —las iglesias cristianas y la Iglesia 
católica más en particular— habría sido dueño de almas y haciendas, y habría 
condicionado de manera abusiva e ilegítima la acción política. 

Esta alergia frente a lo religioso, comprensible en razón de algunas experiencias 
históricas, se ha decantado en una demanda política concreta que se postula como 
aspiración a una plena laicidad del Estado. A pesar de lo mucho que se oyen las palabras 
«laicidad» y «laicismo», no son muchas, sin embargo, las personas que saben a ciencia 
cierta cuál es el significado exacto de estos términos, ni en la teoría ni en la práctica. 

Para centrar un poco la cuestión, merece la pena, por tanto, hacer un primer y 
elemental acercamiento al significado de los términos. La Real Academia Española de la 
Lengua no recoge el término laicidad. Sí lo hace, en cambio, con el término laicismo y lo 
define como «Doctrina que defiende la independencia del hombre o de la sociedad, y 
más particularmente del Estado, respecto de cualquier organización o confesión 
religiosa». Como primera aproximación, esta definición nos puede ser útil, si bien es 
susceptible de importantes matizaciones. En efecto, en los debates sobre el laicismo, hay 
quien distingue entre «laicidad» y «laicismo», admitiendo lo primero y negando lo 
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segundo como posición extrema o un pasarse de rosca de la laicidad. Hay también quien 
distingue entre laicidad en sentido positivo y en sentido negativo, admitiendo la primera 
y rechazando la segunda. Frente a una laicidad positiva, que reconoce la independencia 
del poder civil frente al religioso, pero que considera positivamente la religión, la 
laicidad negativa iría encaminada a impedir cualquier «contaminación» religiosa de la 
acción política o cualquier presencia o influencia de la religión —o de la experiencia 
religiosa— en el ámbito público. No faltan, sin embargo, quienes, por el contrario, 
consideran que la laicidad ha de ser siempre negatival. 

Pero es hora ya de abandonar momentáneamente el manejo de conceptos abstractos y 
pisar el terreno de los conflictos concretos que se plantean y de las demandas que en 
nombre de la laicidad o del laicismo se realizan. 

Aunque quizá se trate de una división artificial, podemos establecer una 
diferenciación entre dos ámbitos en conflicto en materia de laicismo. El primer ámbito 
sería el de los conflictos que puede plantear la relación del Estado como tal con ciertas 
expresiones o manifestaciones externas de religiosidad. Otro ámbito sería el reparo, no 
tanto del Estado como de algunos ciudadanos, frente a las expresiones externas de 
religiosidad, como por ejemplo la presencia de crucifijos en las aulas. No obstante, esta 
distinción de ámbitos de conflicto, que puede ser útil para la exposición, tiene algo de 
artificial, pues el interpelado es siempre el Estado —al que se le demanda que sea laico 
— y lo que siempre está en juego son los límites y las exigencias de la libertad religiosa 
de los ciudadanos. 


1. Algunos «casus belli» 


En la medida en que la propuesta laicista se ha introducido en sectores más o menos 
amplios de la sociedad, se escuchan, en nombre de la laicidad, demandas de que los 
ámbitos públicos estén exentos de contaminaciones religiosas: que el homenaje a 
militares caídos en servicio, la inauguración del curso académico o el funeral por un 
miembro de la comunidad universitaria se realice sin ninguna ceremonia religiosa (por 
supuesto, la esquela institucional no podrá llevar ningún signo religioso); que no existan 
capillas ni servicios religiosos en ninguna dependencia del Estado (centros 
universitarios2, hospitales, aeropuertos, etcétera); tampoco sería conforme con lalaicidad 
del Estado, según la plantean algunos, que la autoridades civiles acudan en condición de 
tales a ceremonias religiosas, como pueden serlo la Eucaristía en la celebración del 
patrono de la ciudad, o, como sucede en España, a las procesiones de Semana Santa o 
del Corpus; o que participen en estas las Fuerzas Armadas. 

Otra exigencia de la laicidad consistiría en la prohibición de impartir educación 
religiosa en la escuela pública a las familias que lo soliciten, aunque sean mayoría en el 
centro y, por tanto, les avale lo que suele denominarse la demanda social. También se 
dice que el dinero público no puede contribuir a la financiación de centros educativos 
confesionales o de cualesquiera otras actividades —aunque tengan un marcado sentido 
social— realizadas por organismos que posean alguna impronta religiosa. Por supuesto, 
según ese razonamiento, los presupuestos del Estado tampoco podrían colaborar con los 
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gastos ocasionados por la visita del Papa a un país o con cualquier otro evento de 
carácter religioso. Y, desde luego, al Estado le estaría vedado contribuir a la financiación 
de las iglesias o de las diversas confesiones religiosas. Igualmente, el Estado habría de 
abstenerse de acoger y financiar las capellanías castrenses, hospitalarias o penitenciarias. 
El laicismo más militante entiende, además, que las vías públicas no pueden llevar 
nombres de santos o personalidades religiosas. 

Las exigencias expuestas en los párrafos precedentes miran, desde una óptica laicista, 
a que el Estado no contribuya, ampare o colabore con ninguna actividad o demanda de 
carácter religioso o que sea protagonizada o promovida por algún ente de naturaleza 
religiosa. Pero existen otras pretensiones que no se dirigen directamente al Estado, 
aunque también lo implican, sino que establecen un conflicto entre los ciudadanos. Se 
trata de la exigencia por parte de los ciudadanos «laicos»3 de que otros ciudadanos 
limiten la exteriorización de sus creencias religiosas. En concreto que no exhiban 
símbolos religiosos. Se pide que se retire el crucifijo de las paredes de los colegios, 
hospitales públicos o de las dependencias de cualquier organismo oficial —salones 
municipales, tribunales, etcétera— aduciendo que su naturaleza de lugares públicos, 
abiertos a todos los ciudadanos, impide que los símbolos propios de los creyentes de una 
determinada religión presidan esos locales. 

Pero no solo el crucifijo puede ser expulsado del ámbito público, los velos islámicos 
y la kipá judía también han sido objeto de restricciones, especialmente en Francia, que 
desde 2004 cuenta con una ley que impide a los alumnos de colegios, escuelas o liceos 
públicos «el porte de signos o prendas por los cuales los alumnos manifiesten 
ostensiblemente una afiliación religiosa». En abril de 2011 entró además en vigor la ley 
francesa que impide a las mujeres ir ataviadas con velo integral (con el nigab o con el 
burka). También se les ha impedido el acceso al aula a niñas que portaban el hiyab en 
diversas ciudades españolas. Lo que está en juego en cada uno de los casos mencionados 
no es exactamente lo mismo, pero todos esos problemas que se mencionan tienen en 
común el componente religioso ligado a ellos de alguna manera. 

No solo hay limitaciones para las alumnas. El sentir laico establece también la 
prohibición de que los funcionarios de la administración del Estado porten atuendos que 
les identifiquen ostensiblemente con ninguna religión. Así sucedió en 1995 con Lucia 
Dahlab, maestra en una escuela pública del cantón suizo de Ginebra, que tras su 
conversión al Islam en 1991 comenzó a portar el velo islámico. Y así ha sucedido más 
recientemente, en 2009, y no se trata ya de una funcionaria, con la abogada musulmana 
Zoubida Barik, que fue expulsada del estrado por el juez de la Audiencia Nacional Javier 
Gómez Bermúdez por vestir el velo. Resulta curioso que en una sociedad en la que cada 
quien hace, como suele decirse, de su capa un sayo, se abra camino un mandato que 
vendría a decir: «vista usted como quiera, mientras no se lo mande su religión». 

Aunque la cuestión no ha llegado a los tribunales, también resulta reiterativa la 
discusión navideña sobre la presencia de belenes u otros adornos en escuelas, recintos 
públicos o en la simple vía pública. Los laicistas consideran que este símbolo no puede 
exhibirse públicamente por ser religioso y, por tanto, privativo, según ellos, de quienes 
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confiesan el cristianismo. Su presencia en la calle representaría, por lo visto, algún tipo 
de ofensa a los sentimientos de quienes no son cristianos o, supongo, de quienes 
entienden que la religión cristiana representa la raíz de todos los males. 


2. Los argumentos 


La extensión del presente trabajo no nos permite efectuar mayores concreciones, 
ejemplos y análisis del conjunto de problemas que se han expuesto en el apartado 
anterior. Respecto a la cuestión de la financiación de las confesiones religiosas y en 
particular de la religión católica, pueden consultarse varios estudios4. En cuanto a las 
vicisitudes judiciales de los conflictos relativos a los símbolos religiosos y en especial a 
la cuestión del crucifijo, puede ser muy útil el estudio de Tomás PrietoS5. 

Así, pues, una vez expuestas sucintamente las demandas que se formulan en nombre 
de la laicidad y sin entrar en el detalle de cada una de las cuestiones, puede ser oportuno 
preguntarse cuál es el razonamiento que lleva a formularlas. En mi opinión, cabe señalar 
cuatro niveles argumentativos: 


1. Laicidad del ámbito público. El primer argumento, la base argumentativa de todo lo 
demás, parte de la consideración del espacio público como aquél que es «común a 
todos». Al ser «lo de todos», el ámbito de lo público solo podría acoger lo que es 
común a todos; es decir, aquellos elementos que todos compartimos. Puesto que lo 
religioso, por definición, no puede ser compartido por todos, lo religioso no puede ser 
acogido en el espacio público. El espacio público tendrá, por tanto, que ser laico, en 
el sentido de carente de referencias y elementos religiosos compartidos solo por 
quienes poseen una misma fe, y no por el conjunto de los ciudadanos. Por tanto y 
conforme a esa manera de razonar, habrá de estar libre de «contaminaciones» 
religiosas. 

2. Laicidad del Estado. En consecuencia, y como exigencia de la ciudadanía 
compartida, el Estado ha de ser religiosamente neutral. En efecto, el Estado no es otra 
cosa que la articulación política del conjunto de «todos» los ciudadanos. Por esta 
razón, si el Estado se manifestara a favor de una determinada confesión religiosa, 51 
se adhiriera de alguna manera a un determinado credo, la ciudadanía de quienes no 
participasen de esa hipotética «preferencia» religiosa se vería disminuida, ya que esos 
ciudadanos no podrían identificarse con un Estado que ha realizado una opción 
religiosa que no comparten y, probablemente, algunas de sus libertades quedarían 
disminuidas. Así, pues, el Estado ha de ser laico, en el sentido de neutralidad 
religiosa, aconfesionalidad e indiferencia respecto a cualquier credo religioso. 

3. La vulneración de la laicidad del Estado o de lo público atenta contra la libertad 
religiosa. La contaminación religiosa de lo estatal o de lo público representaría una 
suerte de imposición de un credo determinado a los ciudadanos de otras confesiones 
religiosas y a los agnósticos, ateos o religiosamente indiferentes. 

4. Cualquier forma de apoyo estatal (dineraria, organizativa, cesión de espacios, 
etcétera) a actividades inspiradas o relacionadas con un credo religioso representa 
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un ejercicio de confesionalidad religiosa. En consecuencia, el Estado, los poderes 
públicos y las administraciones públicas han de abstenerse de colaborar de cualquier 
forma que sea con las confesiones religiosas. 


TI. VÍAS DE SOLUCIÓN 


En lo que se acaba de exponer coexisten «verdades como puños» junto a 
conclusiones completamente desacertadas. Puede dar la impresión de que todo es lo 
mismo, pero en realidad no lo es. Veremos, en efecto, que el Estado ha de ser neutral, 
pero no así la organización de la sociedad, que responderá a las creencias y prácticas de 
sus ciudadanos. La neutralidad del Estado constituye una exigencia inexcusable de las 
sociedades democráticas, pero la sociedad misma ni debe ni puede ser neutral. La 
sociedad no «ha de ser» nada, pero «será» de hecho de una determinada manera en 
virtud de lo que sean los ciudadanos. Por otra parte, veremos en qué consiste y en qué no 
la neutralidad estatal. 


1. «Es la libertad, estúpido» 


En las elecciones norteamericanas de 1992, cuando George Bush padre se encontraba 
en el apogeo de la popularidad, asentada en gran medida sobre el éxito en la Guerra del 
Golfo, y los demócratas lo tenían todo en contra, el asesor de la campaña de Bill Clinton 
creó un eslogan que ha hecho fortuna en los debates políticos. El conocido eslogan 
decía: «es la economía, estúpido». La frase respondía a la idea de que lo que determina 
el éxito electoral es la capacidad de centrarse en las preocupaciones inmediatas de los 
ciudadanos, y de una manera más concreta en la economía. La intuición tuvo éxito, y 
Clinton se convirtió en el inquilino de la Casa Blanca. 

Traigo a colación esta anécdota porque a la hora de enfrentarnos con los problemas 
que se han mencionado más arriba, nos equivocaríamos de medio a medio, y seríamos — 
s1 se me perdona expresarlo así—un tanto estúpidos, si pensáramos que nos encontramos 
ante la reedición de antiguos conflictos entre el poder político y el religioso al modo de 
la guerra de las investiduras de los siglos XI y XII6, o, si se prefiere, entre el Estado y la 
Iglesia. Esto no es así, a pesar de las apariencias, ni tan siquiera en cuestiones como la 
financiación de la Iglesia o la asignatura de religión en el currículo escolar. Tampoco es 
así aunque haya reuniones al más alto nivel entre representantes de la jerarquía católica 
—-o de otra confesión— y miembros del gobierno. Tampoco es así cuando se plantea 51 
los cadetes deben rendir o no armas ante la Custodia en la procesión del Corpus en 
Toledo. 

No, ya no estamos en lo que podíamos denominar el «viejo conflicto», sino que nos 
encontramos ante un «nuevo conflicto», en un nuevo escenario. Es el escenario, no lo 
olvidemos, que dibujan las democracias liberales constituidas por ciudadanos que poseen 
determinados derechos y libertades fundamentales. Los verdaderos interlocutores, los 
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contendientes, no son ya el «poder espiritual» y el «poder temporal», el «altar» y el 
«trono» (el viejo conflicto). Los nuevos contendientes (el nuevo conflicto) son ahora los 
ciudadanos dotados de derechos constitucionales, por una parte, y el Estado, por otra; el 
ejercicio de un derecho fundamental, por una parte, y los poderes del Estado, por otra. 
Incluso, como hemos visto en el caso de los símbolos religiosos, el conflicto ya no es tan 
siquiera solo entre el Estado y los ciudadanos, sino de los ciudadanos entre sí. Nos 
encontramos ante una cuestión propiamente secular —aunque hablemos de religión— en 
un marco completamente secular, como es el Estado moderno y las democracias 
liberales, con sus derechos y sus garantías constitucionales. 

Las iglesias no pretenden competir con la autoridad política. Al menos en Occidente, 
las iglesias no se arrogan —ni añoran— un lugar entre los poderes del Estado. Las 
iglesias saben y aceptan que el poder político es completamente independiente de la 
autoridad eclesiástica y que la legitimidad de ese poder no queda condicionada a ninguna 
investidura sacra. Si la Iglesia católica o cualquier otra confesión plantean un conflicto 
con el poder político, si comparecen como interlocutores en algún conflicto —el carácter 
curricular de la enseñanza de religión, por ejemplo— no es porque cuestionen la plena 
autonomía del poder civil, sino porque pueden ser representantes legítimos de los 
ciudadanos creyentes en orden a articular determinadas exigencias de su libertad 
religiosa. 

Así, pues, nos encontramos en un contexto plenamente secular y de lo que se trata es 
de que ese orden secular responda acertadamente a las exigencias de uno de los derechos 
fundamentales del hombre, el derecho de libertad religiosa, articulado ahora 
secularmente y reconocido por la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que 
en su artículo 18 establece que «toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, 
de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de 
creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y 
colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto 
y la observancia». Este derecho fundamental se encuentra reconocido en los principales 
tratados internacionales, así como en la mayoría de las constituciones democráticas y 
forma parte, como sucede con los demás derechos humanos, del bien que el Estado debe 
perseguir y proteger. 

De este modo, por ejemplo, cuando se demanda el carácter curricular de la asignatura 
de religión no se está planteando, desde luego, una exigencia eclesiástica, aunque 
participen en su solución los obispos. Lo que habrá de dilucidarse es si, en el preciso 
contexto sociopolítico y educativo español, es exigible y en qué medida que la asignatura 
de religión se incorpore al currículo escolar. Por supuesto, tal exigibilidad habrá de 
plantearse desde la óptica de lo que resulte más coherente con la libertad religiosa. 

De la misma manera, lo que está en juego cuando se plantea que haya capellanías en 
las fuerzas armadas, en los hospitales o en las cárceles, es la facilitación del ejercicio de 
la libertad religiosa de los militares, de los enfermos y de los presidiarios. Es decir, no 
están en juego primariamente los derechos de la Iglesia, sino los de unos concretos 
ciudadanos que se encuentran en esas determinadas situaciones. En definitiva, el «nuevo 
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conflicto» religioso es un conflicto secular —es decir, no eclesiástico—, en torno a una 
libertad fundamental reconocida por un orden político completamente secular. 

Dicho esto, es preciso observar que la actitud exigible del Estado ante los derechos y 
libertades fundamentales de los ciudadanos no puede ser, desde luego, la de 
obstaculizarlos, ni tan siquiera la de limitarse a tolerarlos. El Estado no puede ser 
entendido como un monarca déspota que se sirve de los súbditos para sus propios 
intereses. El Estado democrático es la forma política en la que los ciudadanos se 
reconocen como miembros de una misma comunidad política y no un ser supremo, un 
Leviatán7, que impone su voluntad a unos súbditos desprovistos de derechos. Puede ser, 
y así sucede a menudo, que quienes ostentan los poderes del Estado se sientan seducidos 
por la tentación totalitaria y deseen, efectivamente, dominar súbditos, en vez de gobernar 
ciudadanos. Pero la estructura constitucional del Estado mira, precisamente, a establecer 
los controles precisos para que el poder estatal no resulte lesivo para los ciudadanos, sino 
que, por el contrario, se ejerza en su servicio8. Y, en concreto, cabría decir que si alguien 
ha de velar por los derechos y libertades de los ciudadanos, ése es el Estado, a través de 
sus diversos poderes. 

Desde esta perspectiva, y utilizando un poco el lenguaje business, habría que decir 
que al Estado le corresponde una actitud proactiva respecto a los derechos y libertades 
fundamentales. No significa esto que el Estado haya de inmiscuirse más de lo debido en 
la vida de los ciudadanos, sino que, si procede, habrá de remover los obstáculos que sea 
preciso y habrá de promover las acciones que sean necesarias para que el disfrute de las 
libertades fundamentales resulte efectivo, y no algo puramente formal. Algo así como lo 
que ocurre cuando se legislan medidas concretas que miran a garantizar la libertad 
efectiva de las mujeres, más allá del mero reconocimiento formal constitucional. 

En este punto, es preciso recordar que la libertad religiosa no es menos fundamental 
que el resto de las libertades ciudadanas. Y la posible disminución del fervor religioso 
entre los ciudadanos no le quita un ápice de su carácter fundamental a esa libertad. 
Aunque parezca una obviedad innecesaria, conviene recalcar que la cualidad de 
«fundamental» de una libertad no deriva de su mayor o menor aprecio o implantación 
social, sino del simple hecho de ser fundamental. 


2. Algo más que rezar o ir a misa 


Hace años escuché decir en plan de broma a un sacerdote que vivía en India que 
había descubierto que el pollo era el animal «ecuménico». Es, en efecto, de los pocos 
animales que pueden entrar sin problemas en la dieta habitual de los miembros de 
cualquier confesión religiosa, a diferencia del cerdo, prohibido para los musulmanes y 
judíos; o de la vaca, animal sagrado para los hindúes. En fin, en el pollo todos somos 
hermanos. 

Traigo esto a colación porque las religiones llevan consigo una serie de 
consecuencias y obligaciones que van más allá del recinto íntimo de la propia 
conciencia. Las religiones pueden imponer a sus seguidores normas sobre la comida, la 
higiene, el modode vestir, la forma de contraer matrimonio, las formas de desplazarse, la 
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observancia del descanso, los lugares de culto, etcétera. Yerran los laicistas al querer 
confinar la libertad religiosa al recinto sacro de la conciencia y al limitarse a «permitir» 
que cada uno en su corazón reconozca y rece al Dios que más le plazca, e incluso, que, si 
lo desea, acuda a misa o algún otro oficio religioso. Para una libertad de esta naturaleza, 
la verdad, no hace falta mucha cultura política ni muchos avances democráticos9. Como 
se dice popularmente, para ese viaje no hacían falta tantas alforjas. 

Los conflictos surgen porque la religiosidad posee una dimensión externa, pública y 
comunitaria tan importante como la que tiene lugar en el corazón de las personas. 
Permitir la libertad de creer en un determinado Dios, sin dar cabida a los aspectos 
exteriores de la práctica religiosa, equivale, más o menos, a no permitir nada. A la 
libertad religiosa pertenece el poder reunirse para celebrar el culto con otras personas — 
lo que suele requerir templos o espacios propios, que, a la vez, requieren terrenos que 
han de estar en alguna parte del mundo físico—. También, y eso es muy importante, 
pertenece a ella la posibilidad de manifestar las propias creencias y de difundirlas por 
cauces legítimos. Tal exigencia expresiva puede ir, desde la libertad para enseñar la 
propia religión, hasta la celebración de procesiones o fiestas, o, como se ha visto, la de 
adornar las calles, poner belenes o árboles de Navidad. 

Esta libertad no significará probablemente en la práctica que cada creyente —o 
conjunto de creyentes— puedan hacer absolutamente todo lo que su fervor religioso le 
impulse a realizar pero sí significa que los límites que se impongan a esas 
manifestaciones exteriores habrán de estar sólidamente fundados. Ciertamente, las 
demandas expresivas de la religiosidad pueden ser legítimamente limitadas o no 
atendidas por la autoridad del mismo modo según los contextos sociales, históricos o 
culturales, pero lo que no tiene sentido es negarlas pro principio. Las obligaciones de la 
autoridad respecto a la celebración de una procesión cristiana no serán las mismas en un 
país de mayoría musulmana que en un país de tradición cristiana (y a la inversa), pero 
eso no significa que la celebración de procesiones religiosas atente a la «laicidad» del 
Estado. En definitiva, algunas expresiones religiosas no tendrán que ser aceptadas 
siempre y en todas partes, pero de ahí no se podrá concluir, por mor de la laicidad, que 
no han de ser atendidas nunca ni en ninguna parte. 

La libertad religiosa —incluidas sus manifestaciones externas—, como cualquier otra 
libertad, no es absoluta, pero es. Una cosa es que no tengan que tener cabida 
absolutamente todas las demandas fundadas en una motivación religiosa —-la 
financiación de escuelas confesionales en un determinado país, por ejemplo, dependerá 
de muchas variables—, y otra cosa es que el derecho a tales pretensiones no exista en 
absoluto. El conflicto puede surgir, como hemos visto que de hecho ocurre, pero la 
solución no podrá consistir en negar in genere o por principio las exigencias exteriores 
de la libertad religiosa. En cada caso, habrá que plantearse la forma más adecuada para 
compaginar los derechos en conflicto. 

De momento, basta, por una parte, con retener que pueden ser exigencias de la 
libertad religiosa abrir templos, organizar procesiones, disponer de los medios para 
educar a los hijos conforme a la propia fe, difundir las propias creencias y hacer 
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proselitismo10, ser enterrado conforme a lo que las propias creencias demandan, recibir 
asistencia religiosa 51 se desea, etcétera. Por otra parte, es importante no asumir la visión 
irreligiosa de la religión; es decir, la idea de que la religión ha de ser una cuestión solo 
íntima, que ha de reducirse exclusivamente a su aspecto interior, sin ninguna proyección 
exterior. La pretensión laicista es, más o menos, que, como las manifestaciones externas 
de religiosidad pueden ser conflictivas en tanto que confrontadas entre sí, ha de 
negárseles a tales manifestaciones el derecho de ciudadanía. Puesto que, por ejemplo, la 
observancia de las fiestas religiosas remite a días diferentes —viernes musulmán, sábado 
judío o domingo cristiano—, en rigor, sería deseable que las fiestas laborales —-que 
rigen para todos— se organizaran al margen de los credos religiosos —no compartidos 
por todos—, con objeto de que una determinada opción religiosa no se imponga a las 
demás. Tal pretensión, de hecho no suele llevarse a cabo —salvo el precedente 
revolucionario francés—, pero el carácter conflictivo de la celebración navideña 
mencionado más arriba no deja de seguir tal hilo argumental. 

Puede parecer exagerado lo que se acaba de decir y puede, efectivamente, matizarse 
que no se suele cuestionar que los domingos sean festivos o que lo siga siendo el día de 
Navidad; puede argúirse que las exigencias de laicidad más bien hacen referencia a que 
el Estado no se identifique con ninguna religión o a que los ámbitos públicos, esos que 
compartimos todos los ciudadanos, se encuentren libres de creencias religiosas no 
compartidas por todos. Pero si volvemos la mirada a los conflictos que se han reseñado 
en epígrafes anteriores —laicidad de los funerales de Estado, renuencia a que existan 
capillas y capellanes en hospitales públicos o en el ejército, rechazo de los crucifijos y 
demás símbolos religiosos— y si lo pensamos con un poco de detenimiento, llegaremos 
a la conclusión de que la exigencia de «laicidad», entendida de esta manera, parte de una 
desconsideración respecto a la importancia que para los creyentes poseen los elementos 
externos de su vivencia religiosa. Pasar por alto sistemáticamente esta dimensión externa 
y reclamar que los espacios públicos han de ser religiosamente asépticos, equivale en 
definitiva a priorizar la increencia sobre las creencias. 

Vamos a ocuparnos de esto con más detenimiento a continuación. Lo que se trataba 
de subrayar en este epígrafe es que parte constitutiva de la libertad religiosa —entendida 
como un derecho civil desde una concepción secular del Estado— es su dimensión 
exterior y comunitaria, y que tal dimensión, en principio, ha de poder ejercerse; de 
manera que lo que requiere en cada caso justificación es más su limitación, que su libre 
ejercicio. 


TIT. EL NUEVO CONFLICTO RELIGIOSO 


En los argumentos que se han expuesto anteriormente hay, como se ha señalado, 
algunos planteamientos correctos y otros que no lo son tanto. Para sintetizar la respuesta 
y cribar entre aquellas afirmaciones, bastaría con decir que la laicidad legítima se reduce 
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a la laicidad del Estado y que, a su vez, la laicidad del Estado posee como exigencia 
irrenunciable la neutralidad e imparcialidad religiosa del Estado respecto a las diversas 
confesiones]1. 

Dando por supuesta la laicidad del Estadol12 en el sentido del carácter 
exclusivamente secular —es decir, no eclesiástico ni religioso— del poder estatal (que 
fue en su momento la respuesta política al que he denominado «viejo conflicto» entre el 
Estado y las iglesias), el «nuevo conflicto» religioso tiene como argumento una nueva 
exigencia de laicidad estatal. Se trata ahora de la laicidad entendida como 
aconfesionalidad y neutralidad religiosa del Estado. El exquisito respeto del Estado a la 
libertad religiosa de «todos» los ciudadanos, lleva consigo que el Estado se declare 
incompetente en materia religiosa, no adhiriéndose a ningún credo ni llevando a cabo 
ningún tipo de adhesión formal a una determinada fe. Es verdad que, al ser el Estado la 
forma política en la que nos reconocemos todos los ciudadanos y al estar por medio la 
libertad religiosa de todos los ciudadanos —incluidas las minorías religiosas ylos 
increyentes—, el Estado no puede realizar, por así decir, una confesión de fe. Entre otras 
cosas, porque no le compete al Estado —ni le resulta posible— realizar un acto de fe. 

Pues bien, la restricción religiosa del Estado —lo que le queda vedado y, además, le 
resulta imposible—es esto, y nada más que esto: pronunciarse sobre la verdad o la 
falsedad de una religión13. A partir de aquí, el Estado puede in genere, es decir, en 
abstracto y sin entrar en los problemas concretos, estar abierto a todo tipo de 
«contaminaciones» religiosas y colaboraciones con la religión, sin que ello comprometa 
su neutralidad religiosa. Y esto, por la misma razón que le lleva a ser religiosamente 
neutral: por sus obligaciones para con la libertad religiosa de los ciudadanos. Por la 
misma razón por la que el Estado ha de abstenerse de identificarse con un determinado 
credo —esto es, para salvaguardar la libertad religiosa de los ciudadanos en su vertiente 
negativa de no sufrir una imposición religiosa—, el Estado habrá de colaborar, en la 
medida en que cada caso resulte razonable y viable, con la libertad religiosa de los 
ciudadanos, en su vertiente positiva de despliegue práctico de dicha libertad. 


1. El Estado ante la libertad religiosa 
— La libertad religiosa, un derecho humano 


Para comprender la respuesta que acaba de exponerse, es preciso, por una parte, 
recordar lo afirmado anteriormente, a saber, que lo que de verdad está en juego es la 
libertad religiosa de los ciudadanos, y no primaria y propiamente la de las iglesias o 
confesiones en su nivel institucional; en segundo lugar, hay que recordar que la libertad 
religiosa posee unas exigencias exteriores y comunitarias, ya mencionadas, sin las cuales 
la libertad religiosa no es tal. Finalmente, resulta fundamental comprender que cuando el 
Estado colabora de la manera que sea con el despliegue de la libertad religiosa de los 
ciudadanos no está formulando acto de fe alguno, ni se adhiere a ningún credo en 
particular. Simplemente, ayuda al ejercicio y a la garantía de la libertad religiosa de los 
ciudadanos. 
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Cuando las fuerzas armadas participan en una procesión religiosa, por ejemplo, tal 
colaboración no compromete la neutralidad —y, en nuestro país, la aconfesionalidad— 
del Estado español. Cuando el Estado presta esa colaboración, no se está adhiriendo a la 
fe católica. Está, simplemente, facilitando el deseo de algunos ciudadanos —arraigado, 
sin duda, en una fuerte tradición— de rendir homenaje a la presencia de Jesucristo en la 
Eucaristía de una manera en la que la presencia de las fuerzas armadas contribuye al 
esplendor y lustre de la ceremonia. Más claramente todavía se advierte que tampoco 
queda comprometida la neutralidad religiosa del Estado porque éste colabore en la 
financiación de la educación religiosa demandada por los padres o, simplemente, en la 
financiación de las iglesias. Cuando el Estado colabora de diversas maneras no lo hace 
porque reconozca que tales enseñanzas o tales confesiones o prácticas religiosas 
representen la verdadera fe, sino porque tal ayuda representa una forma más o menos 
necesaria o conveniente de facilitar el pleno ejercicio de la libertad religiosa de los 
ciudadanos (hay que volver a insistir en que la libertad religiosa no se reduce a rezar o 
participar en actos de culto, sino que para ella resulta muy importante su despliegue 
externo). 


— La cooperación estatal 


Ciertamente, el Estado no está obligado a realizar cualesquiera demandas que puedan 
formularse con base en la libertad religiosa. Lo que el Estado deba o no hacer en cada 
caso se trata de una cuestión que habrá de dirimirse prudencialmente, es decir, en virtud 
de consideraciones de oportunidad atendiendo a las diversas circunstancias y contextos 
culturales, históricos, etcétera. Por ejemplo, un Estado más provisor que otro en derechos 
sociales, en buena lógica habrá de colaborar en la financiación de la enseñanza religiosa 
más que otro Estado con un «perfil social» menor. Es lógico que, por ejemplo, en 
Estados Unidos donde las fundaciones financian muchos bienes sociales que en Europa 
cubre el Estado, seamenos dadivoso también en la financiación de las iglesias y 
comunidades religiosas. Resultaría, sin embargo, anómalo que el Estado español, que se 
define a sí mismo en el primer artículo de su constitución como «Estado social y 
democrático de Derecho», fuera «social» y cooperativo para todos los derechos, menos 
para el de libertad religiosa. 

En la línea de lo que argumenta Prieto14, cabe afirmar que las necesidades prácticas 
que surgen del despliegue de la libertad religiosa —enseñanza, lugares de culto, etcétera 
— no han de ser discriminadas por el Estado frente a otras necesidades que plantean los 
ciudadanos. El Estado se enfrenta al hecho religioso como a un hecho social más (el 
hecho artístico, deportivo, lúdico, etcétera) y colabora con él del mismo modo que lo 
hace con los demás hechos sociales, sin que esto convierta al Estado en confesional. El 
Estado no se hace religioso por ayudar a la religión, como no se hace artístico o 
deportivo por colaborar con estas manifestaciones de la vida social. Que un campeonato 
del fútbol lleve el nombre de «Copa del Rey» no compromete ni al Rey ni al Estado, no 
convierten al fútbol en un bien o componente de la identidad del Estado ni de la 
Monarquía. 
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En definitiva, el Estado ha de actuar en su dimensión prestacional con coherencia y 
equidad. E iría contra la equidad que un Estado generoso en prestaciones lo sea para todo 
menos para lo que tiene alguna connotación religiosa. Carecería de sentido que un 
Estado con marcada tendencia a la subvención (al cine, a los partidos políticos y 
sindicatos, a la práctica del deporte, a los aficionados a los bolos, a la Ópera, a las fiestas 
de los pueblos y ciudades, a los carnavales, etcétera), excluyera la subvención a 
determinadas actividades porque tienen carácter religioso o porque las realizan entidades 
que poseen algún componente religioso. 

En definitiva, aunque el Estado no está obligado a satisfacer absolutamente todas las 
demandas que se le puedan plantear, deberá atender a ellas, en funciónde su manera 
general de colaborar con la efectividad de los derechos fundamentales, y de la equidad. 
Lo que resulta inaceptable es asumir que la laicidad del Estado exige, por principio, 
evitar todo contacto, ayuda o mezcla con lo religioso. Tal prohibición representa, 
justamente, el paso de la laicidad bien entendida al laicismo, opuesto por sistema a la 
presencia del elemento religioso en los ámbitos públicos y en la acción del Estado, y, en 
definitiva, en la vida social. 

Todo lo anterior puede servir para encuadrar debidamente la cuestión de la laicidad y 
para dar cabal respuesta a todos los problemas que han ido apareciendo a lo largo del 
capítulo. Podemos concluir que tanto las aportaciones dinerarias que pueda efectuar el 
Estado, como la presencia de autoridades públicas a título de tales en celebraciones 
religiosas, como la incorporación de la asignatura de religión —bien en su modalidad 
confesional bien como estudio del fenómeno religioso— en el currículo escolar, como la 
presencia de las fuerzas armadas en procesiones, así como la celebración de funerales de 
Estado de naturaleza religiosa, resultan perfectamente compatibles con la laicidad del 
Estado, siempre que entendamos esta simplemente como independencia del poder civil 
frente al religioso y como neutralidad e incompetencia estatal en materia religiosa; y 
siempre que tengamos puesto el punto de mira en la libertad religiosa de los ciudadanos, 
que posee dos dimensiones igualmente esenciales: la dimensión positiva de poder 
desplegar todas las posibilidades legítimas de la libertad religiosa y la dimensión 
negativa de que nadie sea obligado a confesar la religión que no profesa. 

Así, por ejemplo, si fallece un miembro de la comunidad escolar de un centro 
público, lo lógico es que 51 el centro escolar organiza un funeral o publica una esquela 
estos se adapten a las creencias del fallecido. En el caso de que los fallecidos sean 
numerosos y de diversas creencias —al menos, supuestas—, habráde plantearse si es 
más oportuno realizar un funeral interconfesional, un funeral según la tradición religiosa 
más arraigada del lugar o unas honras fúnebres exclusivamente civiles. Lo que demanda 
la posición laicista —y no le asiste la razón— es que la única manera correcta de 
hacerlo, al estar organizado por el centro público-estatal, sea mediante una ceremonia 
civil, en ningún caso religiosa. Quizá haya circunstancias, por ejemplo, la escasa 
religiosidad de un país, en que, efectivamente, lo más oportuno sea la ceremonia civil. 
Pero esto será así, por razón de oportunidad, no porque lo público haya de ser 
forzosamente irreligioso. 
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— ¿Y los símbolos religiosos? 


Un importante conflicto que se plantea, y el que más veces ha acabado en los 
tribunales, es el que tiene que ver con los símbolos: bien sea el crucifijo —presente en 
aulas u otros edificios públicos—, bien sea portar el velo islámico u otros símbolos 
ostentosos por alumnos, por docentes o por otros funcionarios. Es en este terreno en el 
que más claramente se plantea el conflicto entre la dimensión positiva (despliegue) y la 
negativa (no ser violentado) de la libertad religiosa. 

Para dar una respuesta cabal a este conflicto pienso que conviene calibrar el aspecto 
de la libertad religiosa negativa —es decir, la de «no ser obligado a»— que puede ser 
vulnerada por la exhibición de un símbolo religioso. Ante dicha cuestión conviene 
observar que la presencia, habitual o transitoria, de un símbolo religioso cuyo contenido 
propiamente religioso no se comparte, no fuerza a nadie a adherirse a la verdad religiosa 
de la que ese símbolo es manifestación. 51, por ejemplo, el salón de plenos de un 
ayuntamiento español está presidido por un crucifijo, eso no significa que a los 
concejales allí reunidos se le esté reclamando ninguna adhesión al cristianismo. Del 
mismo modo, el que una niña musulmana acuda a clase con un velo islámico tampoco 
representa para el resto de sus compañeros una adhesión al credo musulmán. Por otra 
parte, si se dedica una avenida o una plaza de un pueblo o de una ciudad a un santo o a 
un eclesiástico insigne, no se está reclamando ningún acto de fe o de simpatía por el 
catolicismo a los vecinos de esa avenida o plaza ni a los del resto de la ciudad; como, por 
otra parte, la dedicación de una calle a Karl Marx —<que la hay en la ciudad donde resido 
y que, si no recuerdo mal, fue inaugurada con dudosa visión de futuro precisamente unos 
meses antes de la caída del Muro— tampoco representa una demanda de «fe marxista» 
para los vecinos de la localidad1S5. 

Así, pues, la exhibición de símbolos religiosos puede incomodar de alguna manera 
las creencias religiosas o filosóficas de quienes no los comparten, pero advirtamos que 
estamos hablando de incomodar en el sentido de ser molestado en la sensibilidad 
religiosa que se posea o, en general, en el sentido de la vida y de lo valioso. Esto posee 
su valor protegible, pero hemos de subrayar que el valor que se protege no es 
propiamente el de quedar libre de imposiciones. 

Para centrar la cuestión, puede afirmarse que el conflicto de los símbolos nace del 
choque entre la dimensión negativa de las creencias religiosas, aunque solo sea por la 
molestia de soportar símbolos que no se comparten o que se repudian, y el despliegue 
positivo de la libertad, que en el caso de la exposición del crucifijo consiste 
esencialmente, a mi modo de ver, en el deseo de realizar un público reconocimiento de la 
divinidad que se confiesa. Así las cosas, la mejor solución, habida cuenta de que en 
ningún caso se le demanda a nadie confesar lo que no cree, puede ser la que propone 
Prieto: el recurso democrático al criterio de las mayorías. De acuerdo con este criterio, 
en cada caso la autoridad competente —el consejo escolar, por ejemplo, en los centros 
educativos españoles mientras no exista una norma superior al respecto— debería 
adoptar la decisión mediante el resultado mayoritario en una votación. El criterio de las 
mayorías establece un principio que admite una modulación de la actuación adecuada a 
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las personas que componen la comunidad que en cada caso se trate. De este modo, no 
son priorizadas ni preteridas ni la libertad positiva ni la negativa. Ambas tienen 
esencialmente el mismo tratamiento, y en cada caso se llevará a cabo lo más concorde 
con las circunstancias sociales del momento y del lugar16. Así, pues, el crucifijo no «ha 
de estar» por principio en las aulas, pero por principio «puede estar». 

51 actuando conforme a este criterio, en ocasiones o en determinados lugares se 
impone el crucifijo, eso no significará que el Estado esté realizando una adhesión al 
cristianismo. Eso significará, sencillamente, que en un conflicto entre ciudadanos, el 
Estado habrá permitido la prevalencia de una opción frente a otra. Sensu contrario, no 
representará una posición irreligiosa o antirreligiosa del Estado el hecho de que en 
determinadas ocasiones no se exponga el crucifijo. Como en su contrario, esto solo 
significará que el Estado permite que prevalezca en ese caso la libertad negativa sobre la 
positiva. En definitiva, el Estado será neutral no cuando imponga la asepsia religiosa en 
los espacios públicos, sino cuando deja que sean los ciudadanos —usuarios de esos 
espacios— los que determinen el tenor de los mismos. 

En cuanto al uso de velos islámicos u otros símbolos religiosos, la solución a favor de 
ellos resulta todavía más evidente, porque no se advierte de qué manera puede atentar a 
la libertad negativa de unos ciudadanos que otros vistan conforme a sus creencias 
religiosas. Poco carácter impositivo tiene para los demás el cómo uno vaya vestido. El 
posible carácter proselitista que su forma de vestir represente solo puede aceptarse desde 
una posición intolerante, es decir, desde una postura según la cual cualquier concepción 
o comportamiento diferentes a los establecidos o mayoritarios representa una injerencia 
en lo propio, un influjo indebido, una amenaza. Pero, ¿quién o qué marca lo normal y lo 
diferente? ¿Lo normal es, sin más, lo que tiene más tradición histórica en una 
determinada sociedad; aquello a lo que estamos más acostumbrados? ¿O es que lo 
normal consiste en no poseer ningún sesgo religioso ni ideológico? 

En realidad, la prohibición de estos símbolos religiosos en dependencias públicas 
solo apela a que lo público no puede estar manchado por lo religioso, establece que un 
espacio de convivencia ha de ser neutro en el sentido de ausencia de toda referencia 
religiosa. ¿No habrá de ser más bien lo público plural, como la calle misma, como la 
sociedad, en definitiva? ¿Por qué ha de juzgarse que los niños sufren una presión 
psicológica excesiva cuando ven personas que exhiben en su modo de vestir sus 
creencias internas? ¿¿Tan vulnerables son los niños y tan protegidos de influencias han de 
estar? Pero, ¿de qué influencias? ¿Y por qué de las influencias religiosas solamente? 
¿Acaso son las peores? 

Es cierto que en el caso concreto del velo, y no digamos nada del burka, la sociedad 
percibe que está en juego la dignidad de la mujer. En tal caso, la razón de alguna 
prohibición habría de ser la defensa de la dignidad de la mujer; no, desde luego, la 
protección de un espacio religiosamente aséptico. Estamos ya en otra cuestión. No es el 
momento de alargarse acerca de ella, pero sí que manifiesto mi postura de que en una 
democracia liberal resulta contradictorio prohibir una forma de vestir elegida libremente 
cuando, para quien opta por ella, conecta con el sentido profundo de su existencial7. 


24 


2. El cortijo de ateos y agnósticos 


El camino recorrido a lo largo del presente capítulo nos pone en condiciones de 
entender qué es el laicismo y de valorarlo. Y da la impresión de que la propuesta socio- 
política del laicismo concibe el ámbito público con las mismas cualidades del agua: un 
ámbito incoloro, sin olor e insípido. Lo público, en versión laicista, es un ámbito que no 
debe tener ningún color religioso, en el que no puede haber nada que huela a religión y 
en el que la religión no se pueda degustar. 

51 reflexionamos acerca de las distintas propuestas formuladas en nombre de la 
laicidad, comprobaremos que la mayoría de las veces estas propuestas tienen en común 
la consideración del ámbito público como un espacio —físico o social— en el que la 
presencia religiosa no podría estar presente de ninguna manera. La pretensión de 
universalidad del espacio público, es decir, la idea de que el ámbito público ha de acoger 
a todos se traduce en la práctica en que no cabe nadie con fe. El espacio público ha de 
ser, de este modo, un ámbito irreligioso, en el que la religiosidad no tiene lugar por 
principio. Partiendo de que las religiones son parciales, se les niega derecho de 
ciudadanía en la plaza pública, allí donde hemos de poder encontrarnos todos, al margen 
de cuáles sean nuestras creencias y nuestras prácticas religiosas. En la plaza pública solo 
podría comparecer aquello que todos tenemos en común; es decir, nuestra, por así decir, 
desnuda ciudadanía, sin adherencias particularizantes o causantes de división. 

Pero, ¿en qué consiste nuestra desnuda ciudadanía? En nada. Nuestra desnuda 
ciudadanía no remite a nada que realmente exista; no remite a ningún ciudadano, ni a 
ninguna manera real de vivir de nadie, salvo quizá la de los agnósticos, los ateos o los 
partidarios de una religiosidad descafeinada, de una religiosidad desvinculada por 
completo de la vida real de las personas. Hay que concluir que la propuesta social del 
laicismo, en términos prácticos, hace agua: su referente humano no es nada ni nadie 
realmente existente. 

Bueno, en realidad, como se acaba de apuntar, la propuesta laicista sí posee un 
referente humano: el de las personas que no tienen fe o para las que la fe, efectivamente, 
no posee (o no debe poseer) consecuencias prácticas. En este sentido, el laicismo no 
tiene nada de neutral, pues lleva consigo la apropiación del espacio público por un sector 
de la sociedad, el de las personas que viven etsi Deus non daretur, como si Dios no 
existiera. Es muy verosímil pensar que haya un sector de la sociedad que sea y que 
quiera vivir así: sin Dios o como si Dios no existiera. Y, desde luego, las pretensiones 
laicistas a las que se ha aludido a lo largo del capítulo se entienden perfectamente 51 se 
consideran como una estrategia para que triunfe socialmente la increencia y para que la 
vida social del hombre —+es decir, la realmente existente, pues necesariamente el hombre 
vive en sociedad— se organice al margen de Dios. 

Uno entiende perfectamente que haya personas empeñadas en erradicar a Dios de la 
construcción social de la vida humana, pero uno no está dispuesto a tragarse que la 
neutralidad del Estado consiste en eso, o aceptar que la neutralidad del Estado consiste 
en que ese grupo social —el de los increyentes— se haga con el control del Estado y 
que, desde su control, se imponga al resto de la sociedad un orden social sin Dios. 


25 


A los ateos y a los agnósticos les asiste, como a todos, el derecho democrático de 
hacer su proselitismo, a intentar hacer socialmente vigentes sus ideas, a construir un 
mundo sin Dios —de lo que quizá no estén muy lejos—, pero para lo que no les asiste el 
derecho democrático es para apropiarse del Estado, para hacer que el Estado se 
constituya a imagen y semejanza de su proyecto de humanidad. En definitiva, ni el 
Estado es el cortijo de los ateos y agnósticos ni la neutralidad confesional del Estado 
consiste en conformar una sociedad de ateos o de personas que viven al margen de Dios. 
Esto no tiene nada de neutral. 

Pero, si se da carta de naturaleza a las pretensiones de los creyentes de incidir en la 
sociedad con su particular forma de vivir, ¿no acabaremos subsumidos por sus 
creencias? ¿No nos harán vivir conforme a su particular visión del mundo y de las cosas? 
¿No nos impondrán sus creencias al resto de la sociedad? Eso es lo que hemos de 
abordar en el siguiente capítulo. 


1 Así se expresa FERNANDO SAVATER en su artículo «Siempre negativa, nunca positiva», publicado en El País, 
16-X-2008. 

2 En ocasiones, el asunto va más allá de la demanda legal y grupos violentos interrumpen las celebraciones 
eucarísticas en capillas universitarias, insultan a los asistentes o al celebrante y hacen pintadas ofensivas. Así 
sucedió en 2010 y 2011 en Madrid y Barcelona. 

3 Aquí y en adelante utilizaré al término «laico» casi siempre en su acepción laicista, en la que subyace la 
oposición a cualquier presencia de lo religioso en la sociedad. Pienso que el contexto ayudará a captar en cada 
caso el alcance exacto del uso de este término. 

4 FERNANDO GIMÉNEZ BARRIOCANAL, en el cuadernillo titulado La financiación de la Iglesia católica en 
España, Edice, 2007 aporta una jugosa exposición de datos relativos a la Iglesia católica. Respecto a la 
financiación de las diversas confesiones en España puede ser muy útil consultar Isidoro Martín Dégano, Los 
sistemas de financiación de las confesiones religiosas en España, Revista catalana de dret públic,núm. 33, 2006, 
p. 113-147, 

5 TomÁs PRIETO ÁLVAREZ, Libertad religiosa y espacios públicos. Laicidad, pluralismo, símbolos, Civitas, 
2010, 263 páginas. Esta obra aporta un punto de vista original y clarividente en algunas de las cuestiones que se 
abordan en este capítulo y aporta un pormenorizado estudio jurídico, pero comprensible sin necesidad de ser 
especialista, de las cuestiones que han llegado a los tribunales. Su perspectiva geográfica, por otra parte, es muy 
amplia y no se circunscribe a España. 

6 El conflicto que durante ese período tuvo lugar entre papas y reyes cristianos, y que surgió a raíz de la 
exigencia que plantearon los reyes de investir ellos a los clérigos que habrían de disfrutar de feudos eclesiásticos. 

7 El Leviatán representa en el judaísmo un monstruo peligroso. Thomas Hobbes, que formula una de las 
primeras teorías modernas del Estado (1651) concibe el Estado como un Leviatán al que todos los ciudadanos le 
han transferido el uso de la violencia. La concentración de la fuerza en este Leviatán, sería, según Hobbes, la 
manera de que los hombres escapen al permanente estado de guerra civil en que se encuentran. El precio de la paz 
civil y del progreso consistiría en poner nuestras vidas en manos de un Estado todopoderoso. 

8 Para algunos constitucionalistas, esta es la verdadera razón de ser de las constituciones. Ver, por ejemplo, 
Antonio-Carlos Pereira Menaut, Lecciones de Teoría Constitucional, Editorial Colex, 3* edición, 2010. 

9 También China reconoce la libertad de culto; eso sí, a través de la Iglesia patriótica oficial, controlada por el 
Estado. 

10 Se entiende este término en su acepción amplia y positiva de promover adeptos mediante medios moralmente 
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lícitos, que no supongan ningún tipo de coacción ni violencia física o psíquica. 

11 Por este motivo, Prieto aboga por abandonar el uso del término «laicidad» para sustituirlo por 
«aconfesionalidad». Entiende que el término «laicidad» del Estado lleva a confusiones y a introducir la «no 
religión» como un elemento de la organización y funciones del Estado. En opinión de Prieto, y puede que no le 
falte algo de razón, es mucho más preciso hablar del carácter «no confesional» del Estado, que no incluye ningún 
matiz contrario al fenómeno religioso presente en la sociedad y establece adecuadamente la neutralidad religiosa 
del Estado. 

12 No obstante lo dicho en la nota precedente, el término laicidad apunta directamente a un aspecto importante 
de la constitución del Estado: al carácter exclusivamente secular del poder civil. En este sentido, el término 
«laicidad» conserva un significado no recogido suficientemente por la palabra «aconfesionalidad». Por esta razón, 
no se puede prescindir por completo del uso de los vocablos «laicidad», «laico», etcétera, referidos al Estado. Otra 
cosa es que hayan de usarse de modo correcto, y no en su acepción contraria a la religión. 

13 La confesionalidad de algunos Estados, como por ejemplo la del Reino Unido, cuna de la democracia plantea 
algunos problemas. A mi modo de ver, tal confesionalidad estatal solo resulta admisible concibiéndola como 
resultado de una tradición histórica y cultural (en un país en el que la tradición en general, tiene mucho peso), sin 
más alcance que el histórico-cultural. Es decir, no sería admisible como una auténtica opción del Estado en 
materia religiosa. Mucho menos, si esa confesionalidad representara menoscabo o falta de equidad en el ejercicio 
de la libertad religiosa de los ciudadanos. En tal caso, habría de abolirse. El caso británico con su pedigrí 
democrático sirve, por otra parte, para atisbar que los ciudadanos del Reino Unido no perciben en la 
confesionalidad del Estado una amenaza para su plena ciudadanía ni para su conciencia religiosa. O, dicho de otra 
forma, los británicos no ven comprometida su libertad religiosa por el hecho de que el Estado incorpore esa 
formalidad nominal. De todas formas, al menos en abstracto, la confesionalidad estatal no parece la fórmula más 
apropiada para un Estado que se declara incompetente y neutral en materia religiosa. 

14 Por ejemplo, páginas 183-188. 

15 Lo que no puede haber es una calle dedicada a Hitler o a Stalin, porque Hitler y Stalin encarnan lo contrario 
a los valores de nuestra civilización. Por eso, sostener, por ejemplo, que por principio no puede dedicarse una calle 
a Juan Pablo II, al Padre Pío o a San Josemaría, significaría ponerlos al nivel de Hitler o Stalin, ver en ellos la 
encarnación de los antivalores de nuestra civilización. Algunos ciudadanos pueden pensar que es así, porque hay 
gente para todo, pero una corporación municipal no debe decidir en función de una minoría radical. Por eso, la 
pretensión laicista de erradicar los personajes religiosos de los espacios o ámbitos públicos incurre en un 
extremismo que se desautoriza por sí solo. 

16 El recurso al criterio democrático de las mayorías como solución al conflicto de los símbolos es un hallazgo 
y una propuesta original de Prieto, en el libro citado anteriormente. En especial, el apartado 1146] capítulo III de su 
estudio. Además de apostar por el recurso al criterio democrático de las mayorías, el autor realiza en su trabajo 
una severa crítica a la opción sistemática a favor de las minorías —y por la libertad negativa— presente en 
algunas de las sentencias sobre la cuestión. Por otra parte, el estudio de Prieto tiene el mérito de centrar muy bien 
los conflictos surgidos en torno a la laicidad, como una confrontación entre la dimensión positiva y negativa de la 
libertad religiosa: esa diferenciación resulta muy esclarecedora. Otro de los méritos del trabajo de Prieto es la 
adecuada concepción de la neutralidad del Estado, que no debe interpretarse como un rechazo del elemento 
religioso en los ámbitos públicos y en una especie de permanente asepsia religiosa, sino en acoger y dar cabida a 
las manifestaciones religiosas de la misma manera que acoge el resto de expresiones culturales del ser humano 
(arte, ciencia, deporte, etcétera). Prieto se ocupa también en su trabajo de las circunstancias especiales que 
concurren en la presencia del crucifijo en las aulas, en atención de la minoría de edad de los alumnos, pero en 
nuestro trabajo eludimos esta referencia para no alargar la exposición. 

17 Que una mujer musulmana sea obligada por su marido o sus padres a llevar burka me parece inadmisible y, 
por tanto, la ley ha de prohibirlo. En cambio, si se trata de una decisión libre y que para esa mujer pertenece a la 
esfera de su propia identidad, no veo cómo una democracia liberal puede prohibírselo. 
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II. LOS DEBATES MORALES EN LAS DEMOCRACIAS 


I. ¿COMO EL ACEITE Y EL AGUA? 


Muchos debates controvertidos en la opinión pública —la despenalización del aborto 
o su reconocimiento como derecho, la eutanasia, la equiparación de las parejas 
homosexuales con el matrimonio, etcétera— dan la impresión de establecer una suerte 
de incompatibilidad entre la democracia liberal y los valores morales. Es como si la 
moral y la democracia —tal como la entendemos— se comportaran como el agua y el 
aceite, que no son capaces de mezclarse entre sí. Para algunos, porque la democracia 
habría de ser refractaria a las referencias morales, si desea mantenerse como un espacio 
libre de convivencia entre personas con credos y mentalidades diversas. Para otros, a los 
que denominaré «demoescépticos», porque habrían llegado a la conclusión de que la 
democracia resulta incompatible con sus valores morales y la perciben como un régimen 
moralmente perverso. Para unos, la pretensión de que los valores morales influyan en las 
normas de convivencia, representa una amenaza clara para la democracia. Para otros, la 
democracia representa una amenaza para el buen orden moral; o, en el mejor de los 
casos, sería un orden político tolerable, pero más bien perverso. 

En el presente apartado nos ocuparemos de esta aparente incompatibilidad. 


1. Ojo con los creyentes y que vigilen al árbitro 


En octubre de 2004 se discutía en Estrasburgo la formación de la nueva Comisión 
Europea —el equivalente en cierto sentido al Consejo de Ministros de un país —. Entre 
los candidatos para formar parte de dicha Comisión se encontraba el político e 
intelectual italiano Rocco Buttiglione. En concreto, estaba llamado a ocupar la cartera de 
Libertades, Seguridad y Justicia. El Parlamento Europeo mantenía un pulso con el 
Presidente de la Comisión, el portugués Durao Barroso, de cara a la composición de la 
Comisión y sometió a un interrogatorio a algunos de los candidatos. Al político italiano, 
cuyas convicciones católicas eran de sobra conocidas, se le preguntó acerca de su 
opinión sobre la homosexualidad. Respondió el italiano que, aunque consideraba la 
práctica homosexual un pecado, esto no la convertía a sus ojos en un delito. Como es 
sabido, se desató la tormenta mediático-política, el parlamento europeo presionó contra 
la presencia de Buttiglione en ese órgano y Durao Barroso no pudo cerrar la Comisión, 
que debía entrar en funciones el 1 de noviembre. Buttiglione fue vetado. 

La valoración moral —no política — de la práctica homosexual por parte del político 
italiano lo convertía a los ojos de una parte del Parlamento Europeo en inhábil para la 
función que estaba llamado a desempeñar. Se trata quizá de uno de los casos más 
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clamorosos de marginación en base a las opiniones morales de un político. Otro caso 
sonoro, si bien no tuvo como consecuencia su inhabilitación política, fue el del 
estadounidense Francis S. Collins, Premio «Príncipe de Asturias de Investigación 
Científica», que dirigía el proyecto Genoma Humano cuando en 2001 se completó la 
secuencia del ADN humano. Pues bien, su nombramiento por parte de Obama como 
director del National Institute of Health, generó controversia debido a su reconocida 
adscripción cristiana, expresada en su libro ¿Cómo habla Dios? La evidencia científica 
de la fe. Al parecer, su fe podría ser un obstáculo para la conveniente solución de 
problemas de bioética. Lo que, bien mirado, lleva implícita la idea de que los 
planteamientos morales de un creyente le inhabilitan ——o, al menos le dificultan 
notoriamente — para dar una correcta respuesta a los problemas éticos. 

En fin, el creyente convencido es visto por una parte importante de la opinión pública 
como un demócrata poco de fiar. «¡Ojo con los creyentes!» parece un lema que tiene su 
efectividad práctica. 

El caso es que, como reacción a este rechazo, se ha levantado una ola de activismo en 
defensa de los valores cristianos. Y, efectivamente, uno tiene la impresión de que en 
muchos de estos activistas el aprecio por la democracia es relativo: la democracia no es 
que sea buena, es que, como suele decirse, «es lo que hay», o sea, el escenario concreto 
en que se plantean los debates, por lo que resulta más práctico atenerse a sus reglas. 

Es más, no faltan quienes consideran a la democracia culpable del deterioro moral 
que perciben. Produce escalofrío, en efecto, saber que en Europa se practican 1,2 
millones de abortos anuales o que el aborto es la principal causa de mortalidad en 
España, donde el número de abortos que se practican en 10 días (3.050) supera la cifra 
de todo un año de muertes por accidente de tráfico (3.021) y se aproxima al de suicidios 
(3.421)1. También produce escalofríos constatar que en Europa hay más de un millón de 
rupturas matrimoniales cada año, lo que representa un divorcio cada 31 segundos. Entre 
1998 y 2008 los divorcios crecieron en nuestro país un 200%2, a lo que no fue ajena la 
llamada ley del divorcio express. Hay que tener presente que el divorcio no solo 
representa una tragedia por sí mismo; a ello hay que añadir las dolorosas consecuencias 
que esas rupturas tienen para los hijos. 

También causa dolor —y no hace falta para ello profesar ninguna creencia religiosa 
— observar los comportamientos de los jóvenes, incitados al consumo del alcohol y de 
drogas desde edades cada vez más tempranas. Por otra parte, las administraciones de 
distinta índole colaboran con la banalización del sexo a través de campañas 
supuestamente preventivas de enfermedades de transmisión sexual, a las que se unen los 
programas de la mal llamada educación afectivo-sexual, reducidos a mera información 
sobre métodos anticonceptivos, cuando no a un liso y llano adiestramiento en prácticas 
sexuales de distinta índole. 

La hostilidad de algunos gobiernos para cercenar la enseñanza de la religión en las 
escuelas en un país de amplia mayoría católica tampoco resulta fácil de digerir. Si a esta 
situación se le añade el no infrecuente recurso, en nombre del arte y de la creatividad 
«artística» sin tabúes, a representaciones teatrales, pictóricas o de otra naturaleza de 
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obras con contenido claramente blasfemo o injurioso con la religión, no es de extrañar 
que muchos creyentes exclamen el consabido «hasta dónde vamos a llegar», o que, como 
en el viejo chiste del aspirante a boxeador que, tras ser vapuleado en sucesivos asaltos 
por su contrincante —el Toro de Wisconsin— y acabar con la ceja partida, los ojos 
morados, los pómulos hinchados y macerado por todas partes, ante el aliento de su 
entrenador que le aseguraba para darle ánimos que El Toro apenas le había tocado, 
contestaba: «pues, entonces, que vigilen al árbitro porque alguien me está partiendo la 
cara». En fin, aunque se trate de una minoría, no faltan creyentes que consideran que la 
democracia es un mal negocio para sus creencias. 

Así, pues, nos encontramos en un escenario que bien podríamos calificarlo como de 
guerra —sin sangre, afortunadamente—, en el que un sector de la sociedad recela de la 
posibilidad de que un creyente convencido pueda actuar como un verdadero demócrata y 
en el que algunos creyentes consideran a la democracia aliada —o, al menos, eficaz 
herramienta—del progresivo deterioro moral que perciben a su alrededor. 

¿Son realmente así las cosas? ¿¿Es cierto que un creyente convencido, que intenta que 
su concepción de la vida influya en la configuración de la sociedad, representa una 
amenaza para la democracia? ¿Lleva razón esa minoría religiosa que le endosa a la 
democracia el deterioro moral de la sociedad y, consiguientemente, se vuelven escéptica 
—demoescéptica— respecto a este régimen político y participa de su juego solo porque 
no le queda más remedio? A la misma conclusión práctica —es decir, al recurso 
instrumental de la democracia— puede llegarse desde la otra orilla. Esto ocurre cuando 
personas o grupos con mentalidad laicista apuestan por la democracia convencidos de 
que se trata del régimen adecuado para conseguir un orden social alejado de los valores 
religiosos, una cultura configurada por concepciones morales sin vínculo alguno con la 
religión, que pasaría a ser un elemento marginal de la sociedad, al quedar recluida en la 
mera devoción privada de las personas. 

Quien escribe las presentes páginas está convencido de que, al margen de ciertas 
cuestiones inevitablemente conflictivas, democracia y religión no están reñidas; que la 
democracia no es de suyo y por sí misma un régimen contrario a la permeabilidad 
religiosa —a través, sobre todo, de ciertos valores morales— de la sociedad. La 
democracia —la democracia liberal, en concreto— representa una de las construcciones 
más grandiosas del ser humano y está abierta al influjo en ella de los creyentes desde su 
precisa posición de creyentes. Muy probablemente, la democracia será lo que en realidad 
tiene que ser (un ethos de paz, justicia y libertad)3, en la medida en que actúen en ella 
los valores morales derivados de los principios más genuinamente religiosos. 


2. Una casa para todos en la que no cabe nadie 


Cómo hemos llegado hasta aquí es la pregunta más elemental que cabe plantearse al 
contemplar el campo de batalla que se ha descrito en el anterior epígrafe. Da toda la 
impresión de que nos encontramos frente a lo que tantas veces ocurre: que se han dado 
respuestas equivocadas a problemas reales. 

Pido excusas al lector por traer a colación una sencilla anécdota personal. En la 
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ciudad en la que resido me encontré en cierta ocasión por la calle con un colega que 
colabora habitualmente en el diario local en la sección de opinión. Me permití expresarle 
mi impresión de que sus escritos tenían con frecuencia referencias sarcásticas y molestas 
a las costumbres, creencias e instituciones cristianas. Me objetó el colega que mi 
impresión debía de responder más bien a una especial sensibilidad mía al respecto y me 
explicó que su estilo era la mordacidad en general (no solo con la Iglesia), como recurso 
literario de crítica social. Pero añadió, no me acuerdo por qué, que, efectivamente, nunca 
había tenido mucho cariño a los curas y a la religión y lo justificó con el problema que 
había tenido muchos años atrás —en la época de Franco— un pariente suyo, muy 
aficionado a la caza, pero al que la Guardia Civil no le había dado el pertinente permiso 
de escopeta de caza debido al informe negativo que de él había elaborado el cura del 
pueblo. Creo que, entonces, comprendí por fin la explicación de sus escritos. 

Las intromisiones indebidas del factor religioso en la vida social vienen de lejos. 
Como pequeño botón de muestra, de más calidad literaria sin duda que mi breve 
anécdota, puede servir aunque proceda del mundo de la ficción —de una novela— lo 
que narra en un momento determinado lréne Némirovsky en Suite francesa. Sitúa la 
escena en una pequeña población de la Francia ocupada por los nazis. Allí residen una 
mujer de la burguesía local, la señora Angellier, y la vizcondesa de Montmort. La 
primera era muy celosa en el control y «policía» de los gastos que hacía la gente del 
pueblo en ese momento de escasez. A la vizcondesa, en cambio, «le preocupaba sobre 
todo el aspecto religioso de la cuestión; se informaba sobre si todos los niños habían sido 
bautizados, si todos los miembros de la familia comulgaban dos veces al año, y si las 
mujeres iban a misa (en lo tocante a los hombres, hacía la vista gorda; era mucho pedir). 
Así que, de las dos familias que se repartían la región, los Montmort y los Angellier, la 
más odiada seguía siendo la primera»4. Reacción completamente comprensible. 

El control religioso de la vida social, cuando resulta agobiante, cosecha el lógico 
rechazo. La cuestión es si la comprensible reacción contra unos abusos justifica la 
declaración de una incompatibilidad esencial. Esto es lo que se trata de debatir; si el 
rechazo de intromisiones ilegítimas de los creyentes en donde nadie les llama justifica la 
articulación de un orden político impermeable y contrario al hecho religioso en su 
dimensión social. 

En realidad, la cuestión al nivel de las ideas es más argumentada, seria y profunda 
que lo que se desprende de las anteriores anécdotas y guarda relación con la arquitectura 
del edificio democrático en materia de cuestiones morales. El hecho es que las disputas 
sobre cuestiones morales son, efectivamente, recurrentes en la arena política. Cuestiones 
ya señaladas como el aborto o la eutanasia, lo que es o no matrimonio, u otras como la 
pena de muerte o la tenencia de armas en Estados Unidos, la legitimidad moral de una 
intervención militar —guerra de Irak, por ejemplo—, o el recurso a la energía nuclear — 
sobre todo tras del desastre de Fukushima— son, entre otras muchísimas cuestiones, 
objeto de vivos debates. 

El caso es que el progresivo pluralismo de las sociedades aboca a una creciente 
disparidad de criterios entre los contendientes. Muchos teóricos de la política se han 
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esforzado por comprender cómo han de ser las condiciones de estos debates para que 
sean acordes con el carácter liberal del orden político, esto es, para que las medidas que 
se adopten —las leyes que se aprueben en cada caso— resulten compatibles con la 
máxima libertad posible para los ciudadanos. Se trataría de que las prohibiciones 
impidan lo menos posible el ejercicio de la libertad en cada persona, que se mantenga 
todo lo más que se pueda el ideal de un orden liberal, esto es, un orden político dentro 
del cual cada quien pueda hacer en su vida lo que más le plazcaS. Por decirlo de alguna 
manera y utilizando el símil del edificio, late en muchos pensadores la concepción del 
espacio público —la convivencia política— como una casa capaz de acoger a todos 
(católicos, cristianos de diversas confesiones, judíos, mahometanos, hindúes, budistas, 
agnósticos, ateos, partidarios de la familia «tradicional» o de otras formas de familia, 
etcétera). La cuestión es 51 realmente o hasta qué punto puede haber, efectivamente, una 
casa capaz de albergar a todos y si no estará sucediendo que en esa casa en realidad no 
quepa nadie, al menos nadie con determinadas creencias. 

Por eso, se trata de continuar explorando cómo hemos llegado a la situación de 
«guerra» descrita anteriormente o, más sencillamente, cómo es esa casa en la que 
tendrían que caber todos menos, aparentemente, las personas más religiosas. 


II. DEL LIBERALISMO POLÍTICO AL LIBERALISMO MORAL O LA PRIVATIZACIÓN DE ALGUNOS 
ASUNTOS NO EXCLUSIVAMENTE PERSONALES 


De un tiempo para acá los debates con trasfondo moral —sobre todo los que hacen 
referencia a la familia o a la vida— se han multiplicado y se han hecho progresivamente 
polémicos. La discusión pública se ha radicalizado en la medida en que los 
planteamientos más «liberales» han encontrado mayor resistencia en planteamientos que 
suelen ser calificados como «conservadores», cuando no directamente como 
reaccionarios. Tal resistencia en España —y, en general, en países con tradición católica 
— ha estado protagonizada en muchas ocasiones por la jerarquía católica y por grupos 
que, ante la opinión pública, se perciben como próximos a ella. En Estados Unidos, por 
su parte, la resistencia política a leyes más «liberales» o «progresistas» la protagonizan 
también, y quizá con mayor contundencia que la jerarquía católica, grupos cristianos 
activos de diversas confesiones. 

Como se aprecia fácilmente, en este contexto el término liberal se ha deslizado del 
plano propiamente —o, al menos, exclusivamente— político al plano moral, de modo 
que lo que tenemos delante ya no es solo una concepción política, sino una concepción 
moral, que se enfrenta a otra. O, si se prefiere, advertimos que en estos debates no están 
propiamente en juego propuestas políticas sino morales; o, más exactamente aún, el 
tratamiento político de cuestiones morales. Cuando en la arena política se enfrentan, por 
ejemplo en la cuestión del aborto, liberales y conservadores las que se enfrentan son, en 
definitiva, dos visiones acerca de cómo ha de acometerse políticamente una cuestión 
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moral. Hemos pasado, endefinitiva, del liberalismo político al liberalismo moral. 

El liberalismo político, un ideal político encomiable, se encuentra indisolublemente 
ligado al concepto moderno de democracia. Se trata de una concepción de la política, 
según la cual el orden político ha de salvaguardar el máximo posible de las libertades 
individuales de los ciudadanos. Esta concepción política está llena de contenidos 
interesantes y ha dado lugar a instituciones precisas como el sufragio universal, el 
imperio de la ley, la división de poderes, etcétera. Representa un avance de civilización y 
político indudable. Sin embargo, el uso del término «liberal» que he realizado al 
contraponer las posiciones «liberales» a las «conservadoras» ya no es, aunque lo 
parezca, un uso exclusivamente político —y equivalente, en definitiva, a la democracia 
—, Sino que posee un alcance moral. Por esa razón, pienso que cabe hablar ya de un 
liberalismo moral, que va más allá del liberalismo político, y que deja de ser un requisito 
del orden democrático. La esencia de lo que denomino liberalismo moral es la idea 
según la cual la libertad consiste en la capacidad del ser humano de darse a sí mismo sus 
propias normas de conducta. Nos encontramos ya ante una filosofía moral y no ante un 
planteamiento propiamente político. 

Por tanto, las llamadas posiciones «liberales» en los debates sociales no son 
propiamente una exigencia de la democracia liberal, sino un tipo concreto de orientación 
moral en el seno de la misma. Dicho de otro modo, se puede ser —como es desde luego 
mi caso— acérrimo defensor de lo que técnicamente se denomina «democracia liberal» y 
no ser necesariamente partidario de las posturas «liberales», tal como se suelen entender 
estas en la confrontación ideológica. 

La cuestión no es sencilla de exponer con toda justeza porque el debate posee, a mi 
modo de ver, dos perfiles. Continuando con el supuesto del aborto, podemos observar en 
los partidarios de su legalización —en los planteamientos liberales frente a los 
conservadores— dos posibles motivaciones. En efecto, quienes abogan por permitir —o 
convertir en un derecho— el aborto pueden hacerlo, bien porque no encuentran reparo 
moral en abortar, bien porque consideren que, aun siendo moralmente reprobable 
abortar, la ley debe permitir que una mujer aborte si su conciencia no se lo impide. 


1. El argumento más popular 


El razonamiento que se acaba de exponer, que quizá es el que mayor predicamento 
social posee, se basa en un argumento altamente popular: la idea de que uno no puede 
imponer a los demás su moral. Según este modo de razonar, aunque una persona 
encuentre inmoral abortar y no esté dispuesta a abortar o a prestar su consentimiento 
para abortar, no puede impedir que lo haga aquella persona cuya conciencia sí se lo 
permite. 

Así, pues, un planteamiento liberal de las cuestiones morales en política coincide con 
un planteamiento permisivo: algunas cuestiones morales —aborto, equiparación de las 
uniones homosexuales con el matrimonio, eutanasia, divorcio, manipulación de células 
madre embrionarias, etcétera— han de ser reguladas de manera que se permita que cada 
uno actúe según su visión de la cuestión. De manera que lo que se considera ilegítimo y 
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antidemocrático es la pretensión de los conservadores de imponer su moral — 
normalmente unida a creencias religiosas— al resto de la sociedad. A los ojos de los 
liberales (en sentido moral), el planteamiento de los conservadores resulta intransigente 
y peligroso para la democracia porque se alimentaría de una pretensión completamente 
ilegítima; según ellos, los conservadores tratan de imponer su moral personal al conjunto 
de la sociedad. 

Es de este modo como aparece en escena un importante aspecto del nuevo debate 
sobre la laicidad; el que concierne a cuestiones morales. A partir del argumento que se 
acaba de exponer, las creencias religiosas pasan a ser consideradas como 
«contaminantes» de los debates públicos y por ese motivo se solicita su retirada, porque 
se entiende que desvirtúan la naturaleza de aquellos y que el ámbito político no debe 
estar a merced de creencias que no pueden compartir todos los ciudadanos. ¿Es esto así? 


2. «Nosotras parimos, nosotras decidimos» 


Para responder a este interrogante una de las cuestiones que es preciso aclarar es si, 
efectivamente, los debates a los que no estamos refiriendo versan, efectivamente, sobre 
asuntos de moral privada. 

Aparentemente, se trata de eso. El drama con que se enfrenta una mujer que se 
plantea abortar, el deseo de dos personas del mismo sexo de contraer «matrimonio» o de 
tener un hijo con medios artificiales afectan, desde luego y mucho, a la vida personal de 
sus protagonistas. ¿Se trata, por tanto, de cuestiones exclusivamente privadas? La 
respuesta es que no y que, curiosamente, los planteamientos que hemos denominado 
liberales se caracterizan por plantear como si fueran cuestiones meramente privadas 
asuntos que no lo son. Por eso, cabe hablar de «privatización» liberal de asuntos no tan 
privados. 

Para ilustrarlo me centraré en la cuestión del aborto. Y puede ser útil el lema que en 
los años ochenta del siglo xXx español, cuando se despenalizó el aborto para algunos 
supuestos, utilizaban los grupos feministas que consideraban el aborto un derecho de la 
mujer. El lema, hay que reconocer que expresivo, decía: «nosotras parimos, nosotras 
decidimos». Aparte de retóricamente útil, ¿llevaban razón quienes lo gritaban entonces y 
llevan razón quienes ahora piensan así? 

La mujer que se encuentra ante un embarazo no deseado se enfrenta, desde luego, 
ante una cuestión dramática para su vida. El asunto es que la cuestión no resulta, ni de 
lejos, un asunto exclusivamente privado. Lo que está en juego, y por eso es un drama, es 
el enfrentamiento entre el rechazo —por el motivo que sea— de la posibilidad de 
convertirse en madre y la vida de su hijo. Lo dramático es que no quiere ser madre de 
ese hijo, pero resulta que ese hijo ya ha sido concebido. Eliminarlo ahora ya es matarlo. 
La alteridad madre —hijo, la aparición en escena de un nuevo ser humano, «des- 
privatiza» la cuestión, y ya no se puede plantear simplemente en términos de «nosotras 
parimos, nosotras decidimos». 

En el conflicto entre dos vidas, la opción de eliminar una de ellas en modo alguno 
puede considerarse una cuestión privada (de «nosotras»); pasa a formar parte de los 
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asuntos que han de tratarse conforme a una regla de justicia. Al hablar de norma de 
justicia estamos abandonando el terreno de lo estrictamente personal y de las cuestiones 
que son solo de la propia incumbencia. Abortar no es ese tipo de decisiones personales 
que tomamos en la vida y de las que no tenemos que dar cuenta a los demás, como puede 
ser el caso de elegir profesión, residencia o estado civil. 

El dramatismo que en general se reconoce a la decisión de abortar —que tanto pesa 
en la despenalización o liberalización del aborto— confirma que no se trata de una 
cuestión privada, que concierne a una sola persona, a la madre del feto. El dramatismo 
del dilema manifiesta que la mujer que se enfrenta con esa decisión es consciente de que 
lo que hay en su cuerpo no es un amasijo de células o «algo especial». El dramatismo no 
hace sino confirmar que, por lo general, la conciencia de las mujeres, y en general de la 
sociedad, es que lo que se encuentra en el seno materno no es un algo, sino un alguien, 
por imperfecto que pueda ser. Por otra parte, el hecho de que en las llamadas «políticas 
de salud reproductiva», incluso de gobiernos que promueven la legalización del aborto, 
uno de los objetivos sea su disminución, pone de manifiesto que el aborto, por sí mismo, 
aparte del drama que representa para las mujeres que eventualmente puedan encontrarse 
ante ese dilema, es considerado un mal que sería deseable evitar, lo que, a mi modo de 
ver, solo está justificado si la denominada interrupción del embarazo representa una 
acción que no concierne exclusivamente a la mujer porque hay un «otro» que plantea un 
conflicto. 


3. Razones y creencias 


Pero, como digo, esto expulsa la cuestión del aborto del terreno de la pura intimidad 
y lo pone en un plano no exclusivamente privado, en un plano público, que concierne ya 
a la protección que la sociedad está obligada a mantener respecto a sus miembros, 
especialmente a los más débiles. Ocuparse de esto no es, por tanto, ocuparse de un 
asunto privado. Oponerse al aborto no es, propiamente, discutir sobre valoraciones 
morales acerca del personal proyecto de vida, sino sobre 51 es legítimo en algún caso que 
la vida de un ser humano se subordine a la voluntad de otro. 

Lo que acabo de afirmar me parece de la mayor relevancia para los debates morales 
en las democracias. La pretensión de acallar algunas posturas morales por estar ligadas a 
creencias religiosas opera en primer término desde la privatización de la cuestión: se 
aduce que lo que está en juego es un asunto privado y, por tanto, que nadie debe 
interferir en él y que lo que ha de hacer la ley es proteger la privacidad de una decisión 
(por ejemplo, la de abortar) y, por tanto, permitir que cada persona haga lo que le 
parezca mejor. 

Pero esa es la cuestión: que lo que está en juego es, precisamente, un asunto no 
meramente personal, ya que la acción de acabar con la vida de un ser humano no puede, 
de ninguna manera, considerarse un asunto exclusivamente privado, por costoso que 
pueda resultar para una mujer actuar en consecuencia. 

Pero, llegados a este punto, es decir, a la afirmación del carácter no privado del 
asunto en cuestión, las posturas liberales tienden a desacreditar las posiciones contrarias 
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como «creencias religiosas» que no deberían contaminar un debate público (por ejemplo, 
el derecho de las mujeres a vivir su sexualidad como deseen). En realidad tiene lugar una 
curiosísima ceremonia de la confusión. Por una parte, se argumenta que, en una sociedad 
que debe regirse por la razón ilustrada, las creencias que se consideran ligadas a 
concepciones religiosas —pues se da por supuesto que el rechazo a la legalización del 
aborto es propio de creyentes— no deben interferir en los debates, por no responder 
aquellas al ideal ilustrado de la razón; pero, a renglón seguido, se afirma que es cada 
mujer quien ha de resolver si el embrión o el feto son o no son un ser humano; es decir, 
la cuestión queda desprovista de cualquier tipo de racionalidad. 

Así, pues, a la vez que se desacreditan como «creencias religiosas» —y no como 
criterios racionales— ciertas posturas (no abortar, en el caso que ahora estamos 
utilizando), se defiende el derecho a tomar una decisión exclusivamente personal en base 
a la afirmación de que no hay una verdad objetiva al respecto y que, por tanto, el asunto 
ha de confinarse a estimaciones subjetivas, no racionales, en función de las cuales cada 
mujer puede decidir. En el caso del aborto, es verdad, se realizan esfuerzos improbos — 
poco acordes con los avances científicos de la embriología, por otra parte— por 
desposeer al no nacido de su carácter humano, para otorgarle un punto de racionalidad a 
la decisión; pero se trata de un notable ejercicio de voluntarismo. 

Entiendo que para salir de este atolladero es preciso admitir que los debates morales 
en las democracias hemos de acometerlos desde dos presupuestos fundamentales. El 
primero consiste en captar la dimensión no meramente personal de la cuestión en debate. 
Indudablemente, muchas cuestiones tienen un fuerte componente en términos de 
felicidad personal, pero en cada caso se tratará de captar que, aparte de lo personal, hay 
otros elementos que miran a derechos de otras personas: en las cuestiones como el 
aborto, la fecundación in vitro, las condiciones para contraer matrimonio o la eutanasia 
hay debate público porque lo que en cada caso está en juego es algo más que el sujeto 
individual que actúa. A veces no resulta evidente esa dimensión trans-personal, pero la 
hay y resulta decisiva. 

Otro presupuesto importante es que esas cuestiones han de ser resueltas mediante una 
racionalidad moral, susceptible de generar un diálogo político. Es decir, las decisiones 
políticas —los criterios para aprobar leyes o para resolver problemas controvertidos— 
no han de relegarse a una estimación subjetiva emocional. Es verdad que, en ocasiones, 
comprobamos que la respuesta racional no es ni inmediata, ni compartida por todos. Pero 
estas dificultades no han de llevarnos a abdicar del intento por descubrir esa verdad ni a 
renunciar a su búsqueda en el debate público. 

Finalmente es preciso aclarar que en los debates que tienen lugar en las democracias 
no cabe deslegitimar de antemano ciertas posiciones como «creencias religiosas», no 
aptas para el debate público. Lo que en cada caso resultará pertinente será examinar su 
racionalidad moral. 

En resumidas cuentas, en los debates públicos de las democracias es preciso tener en 
cuenta que las cuestiones que se ventilan no son meramente privadas, que tales 
cuestiones han de ser afrontadas desde una racionalidad moral y que no se puede 
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prejuzgar que las visiones morales ligadas más o menos a creencias religiosas carecen 
de dicha racionalidad. 


4. Toros y armas 


El interés por intentar modelar cuestiones públicas de acuerdo con las propias 
convicciones morales no es, por cierto, exclusivo de creyentes. Basta con entender que 
algo afecta al bien de terceros para que alguien considere una obligación moral de la 
sociedad prohibirlo o permitirlo. 

El 28 de julio de 2010, el Parlamento Catalán votaba la prohibición de corridas de 
toros. La votación se saldó con 68 votos a favor de la abolición, 55 en contra, y 9 
abstenciones. Todo comenzó el 11 de noviembre de 2008, cuando el Parlamento Catalán 
aceptaba a trámite una Iniciativa Legislativa Popular para su votación. La Iniciativa 
Legislativa Popular fue avalada por 180.000 firmas. Entre los protaurinos no faltaron 
quienes veían detrás de la pretensión abolicionista motivaciones identitarias: más que de 
defender a los toros, se trataría de erradicar de Cataluña una fiesta «española». Sin 
embargo, cuando quedó aprobada la ley, una columnista explicaba en un diario de 
ámbito nacional que «en el Parlament, los abolicionistas solo necesitaron una razón: la 
ética». 

Desde luego, es razonable pensar que los motivos de fondo, no espurios, para acabar 
con la fiesta de los toros son motivos morales. Y se trata, como es obvio, de una decisión 
que afecta al comportamiento de terceros: el antitaurino quiere que no haya toros, 
aunque quienes acuden a ese espectáculo no encuentren reparos morales en asistir. La 
buena conciencia de quien acude a los toros no es para los abolicionistas un motivo 
suficiente para mantener las corridas. Si es inmoral que haya corridas de toros, hay que 
suprimirlas, al margen de que haya personas cuya conciencia no encuentre ningún reparo 
moral en participar en ellas, bien sea como torero o empresario taurino, o como simple 
espectador. En definitiva, los antitaurinos privan a los aficionados a los toros de disfrutar 
de un espectáculo que les gusta. 

Cambiando de tercio —nunca mejor dicho—, podemos fijarnos en una cuestión 
mucho más relevante desde mi punto de vista. Se trata de la posesión de armas de fuego 
en Estados Unidos. En un país en que 60 millones de personas poseen 200 millones de 
armas de fuego, el asunto tiene un fuerte impacto social. Los partidarios de que estén 
permitidas las armas de fuego —quizá alineados en la derecha política— se enfurecen 
ante los prohibicionistas. El derecho a defenderse y a poseer un arma es para ellos un 
derecho individual tan fundamental, una expresión tan importante de la propia libertad, 
que su negación representaría un tremendo atropello por parte del Estado (y de quienes 
promueven la prohibición). 

Quienes se proponen prohibir la libre circulación de armas de fuego, incluso con los 
requisitos que la ley ya establece, consideran que el bien de la sociedad se encuentra por 
encima de esa libertad individual, que el derecho a poder defenderse ante un eventual 
ataque no justifica los males que —a juicio de los prohibicionistas— lleva consigo la 
libre circulación de armas. 
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El razonamiento es que la facilidad para poseer armas de fuego multiplica de hecho 
las muertes por armas de fuego. En lo que llevamos de siglo, en Estados Unidos han sido 
asesinados más de 150.000 norteamericanos. Según algunas fuentes, en el año 2000 se 
registraron unos 11.000 homicidios y más de 16.000 suicidios en los que se emplearon 
armas de fuego. La Unión Europea, cuya población supera en un 25% a la de Estados 
Unidos, registraba ese mismo año menos de 1.300 homicidios por arma de fuego. En 
Japón, en ese año tan solo se producían 22. A estos datos se pueden añadir la valoración 
del gasto que supone en los seguros médicos y la medicina. Así, por ejemplo, un experto 
en seguros menciona un estudio del año 2000 que estima que en Estados Unidos el coste 
agregado de la violencia con armas se acerca a los 100.000 millones de dólares anuales. 
A las frías estadísticas se suman las tristemente famosas matanzas en centros escolares 
como las que tuvieron lugar en 1999, en el liceo de Columbine (Colorado), en la que 
Eric Harris de 18 años y Dylan Klebold mataron a 12 alumnos y a un profesor, para 
después suicidarse; o, peor todavía, la tragedia de Virginia Tech el 16 de abril de 2007, 
en la que fallecieron 33 personas y 29 resultaron heridas. Lamentablemente, estos dos 
sucesos no fueron los únicos episodios de matanzas por armas de fuego en escuelas y 
universidades. El entorno académico del país más poderoso del mundo está atravesado 
por un macabro historial de matanzas. 

Muy posiblemente, los partidarios de eliminar la libre adquisición de armas de fuego 
tienen razón. Pretenden —y hacen bien, en mi opinión— prohibir la adquisición de 
armas a millones de ciudadanos que consideran una expresión fundamental de su libertad 
individual la posesión de armas de fuego. Hay libertades que deben ceder ante bienes 
públicos. 


3. Una conclusión 


Quienes se manifiestan contrarios a la posesión de armas de fuego tienen claro que el 
bien superior de la sociedad se encuentra por encima de algunas libertades individuales y 
que la libertad individual —y los personales proyectos de vida— no representan el 
criterio último y definitivo para dirimir un asunto que afecta a la sociedad en su 
conjunto. 

Esto es lo que me parece oportuno retener: que tenemos más asumida de lo que 
pensamos la idea de que imponer a los demás obligaciones o prohibiciones no representa 
necesariamente una intromisión ilegítima en la vida privada de los demás; que, cuando el 
ejercicio de la libertad contraviene bienes públicos, la libertad individual ha de quedar 
preterida a favor de lo que es bueno para el conjunto de la sociedad. En algunas 
ocasiones —en las que hacen referencia al sentido del matrimonio o de la familia o en 
las que tienen que ver con el comienzo u ocaso de la vida— puede resultar más difícil 
captar la relevancia pública de la cuestión6, pero, si se capta, se comprenderá que 
quienes se enfrentan con las legislaciones más permisivas en estas materias actúan con 
toda coherencia democrática. 

Quienes no participan de lo que he denominado en estas páginas «liberalismo moral» 
tienen por delante una labor de persuasión, porque se enfrentan a una coyuntura cultural 
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en la que la sociedad encuentra dificultad, por ejemplo, para admitir que el matrimonio 
es una institución social y que, por tanto, posee unas características que no las definen 
los contrayentes y a las cuales han de amoldarse quienes quieren formar una familia. En 
términos de «salud social», de felicidad para el conjunto de la sociedad, no es lo mismo 
que el matrimonio sea monógamo o polígamo, que el matrimonio se pueda romper o no, 
o que sus componentes sean o no del mismo sexo. Tampoco es, desde luego, indiferente 
para los niños abortados que la ley permita o no la práctica del aborto. Y tampoco es 
irrelevante para la felicidad de las personas y para las expectativas que una persona 
pueda tener de recibir atención médica el hecho de que se apruebe o no el suicidio 
asistido. 

Como he apuntado, nuestras coordenadas culturales, en las que la libertad personal y 
el sentido de autonomía se encuentran tan arraigados, hacen que sea muy difícil para la 
mayoría de las personas admitir que sus decisiones en estas materias se deben atener a 
razones que vayan más allá de su felicidad personal. Pero juzgo que resulta 
importantísimo cobrar conciencia del «impacto» público de nuestras acciones. Sirva un 
ejemplo muy elemental. Pocas cosas son tan personales como la propia vivienda y, sin 
embargo, los planes urbanísticos establecen criterios obligatorios acerca de la edificación 
de viviendas. En realidad estamos condicionados por multitud de leyes y reglamentos. 
De lo que se trata es de captar en cuestiones más «personales» que las acciones poseen 
una proyección social; que aspectos muy importantes desde el punto de vista de nuestra 
felicidad personal guardan estrecha relación con el bien del conjunto. Esta es la tarea que 
es pertinente mostrar en ciertos debates que se abordan exclusivamente desde el punto de 
vista individual. 


TIT. RELATIVISMO Y DEMOCRACIA 
1. Entre la arrogancia y la amenaza 


En abril de 2008, el profesor de sociología Alejandro Navas se hacía eco en la prensa 
de una curiosa historia acaecida en el Reino Unido. «Se trata, explicaba Navas, de la 
pareja formada por Tomato Lichy y Paula Garfield, sordos. Fruto de su vida en común es 
una hija, que hizo las delicias de sus padres cuando nació sorda como ellos. Ahora 
desean tener otro hijo, pero como Paula ha superado ya los cuarenta, no quieren correr 
los riesgos propios de un embarazo tardío y piensan en la fecundación in vitro. Hasta 
aquí su caso parece el de tantas otras parejas de su edad que recurren a esa opción, pero 
Tomato y Paula quieren aprovechar las posibilidades de la genética y el diagnóstico 
preimplantatorio para seleccionar un embrión sordo, como ellos y su hija. 

Los medios se están ocupando ampliamente de este caso, que ha despertado un 
apasionado debate. El Parlamento también se ha hecho eco y pretende introducir una 
cláusula en el proyecto de ley (de Fertilización Humana y Embriología, que se debatía 
por entonces en el Reino Unido) que impida precisamente este tipo de supuestos. La 
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respuesta de Tomato y Paula merece atención, pues proclaman con energía que ellos no 
consideran la sordera un defecto o una limitación, sino un simple rasgo diferenciador: 
“La sordera es una realidad positiva, con aspectos maravillosos. Es como ser judío o 
negro, y no tenemos la impresión de que pertenecer a uno de esos grupos minoritarios 
sea una desgracia... Si las personas que oyen tienen derecho a eliminar embriones 
sordos, nosotros deberíamos tenerlo también para desechar un embrión sin sordera”. Se 
consideran miembros de una cultura peculiar, la de los sordos, que utiliza otro lenguaje. 
“En una comunidad de sordos usted sería el discapacitado”, espetó Lichy al perplejo 
redactor de la BBC que le entrevistaba». 

Si uno se para unos instantes a considerar las razones de la pareja, cae en la cuenta 
enseguida de que un elemento implícito, pero decisivo, de la argumentación es que lo 
bueno y lo malo son valoraciones absolutamente relativas, y, en consecuencia, nadie 
puede arbitrar normas basándose en razones objetivas. Late debajo el discurso de la 
«indiferencia». Ser sordo o poder oír serían situaciones, en sí mismas, indiferentes; 
ninguna de las dos sería mejor que la otra. A cada quien le correspondería elegir lo mejor 
para sí mismo. Entiéndase que, en realidad, no se trata solo de que alguien considere 
mejor o peor la sordera que la salud auditiva; se trata, una vez más, de que se nos pide al 
resto de la sociedad que asumamos la indiferencia y que nos abstengamos de juzgar la 
audición como algo bueno y la sordera como algo malo. La sociedad, en opinión de esa 
pareja, ha de mostrarse indiferente y permitirles que sean ellos los que elijan qué tipo de 
hijo quieren tener, si con sordera o sin ella. 

A mi modo de ver, este relativismo no es privativo de la mencionada pareja, sino que 
se encuentra enormemente arraigado en la mentalidad occidental. Nada sería bueno o 
malo. Curiosamente, pero debido a concretas tradiciones filosóficas, a la vez que la 
ciencia goza de un enorme prestigio por las certezas que proporciona en su terreno — 
¿qué mejor argumento en ciertos casos que decir que algo está científicamente 
demostrado?—, en materia moral suponemos que nada es por sí mismo bueno o malo. 
La moral se presenta como un territorio sin verdades, por lo que es tarea de cada quién 
elegir sus verdades, los valores sobre los que va a edificar su vida. 

La variedad de opciones morales que advertimos a nuestro alrededor parece 
confirmarnos que, en materia de moral, la verdad no existe. Es más, se llega a considerar 
que, si existieran valores objetivamente buenos o malos, desaparecería nuestra libertad. 
Son muchas las personas que asientan su vida, quizá sin darse cuenta, sobre la 
convicción de que verdad y libertad resultan incompatibles. En mi opinión esta es la 
esencia de lo que vengo denominando liberalismo moral: la idea de que la libertad 
humana consiste en la capacidad del hombre de darse a sí mismo las propias normas de 
conducta. Porque una cosa es que, efectivamente, cada uno actuamos —o procuramos 
actuar— en nuestros asuntos privados en función de nuestro personal criterio moral sin 
que los demás nos lo impongan; y otra cosa muy distinta es pensar que somos cada uno 
de nosotros los que hacemos que algo esté bien o mal. Ser veraz, por ejemplo, no es 
moralmente bueno porque yo lo decida —aunque efectivamente decida ser veraz—, sino 
que decidiré serlo si lo considero moralmente bueno. En fin, no es mi opción la que 
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convierte en buena la veracidad ni ningún otro valor. 

Rebasa los límites del presente trabajo entrar a fondo en esta cuestión filosófica. Así 
que no lo haré. Me limitaré sencillamente a constatar que en la práctica no somos tan 
relativistas como se suele afirmar, y que por muy liberales que queramos ser en el plano 
moral, todos reconocemos a algunas personas que por su generosidad, desprendimiento, 
grandeza de ánimo, lealtad, profesionalidad, servicio a la comunidad, etcétera valoramos 
como modelos que encarnan valores superiores, y consideramos poco edificantes a otros 
personajes, cuya ruindad, vileza o simple mediocridad detestamos. Puede que no 
estemos de acuerdo al cien por cien en los valores y en las personas que mejor los 
encarnan, pero, por lo general, suele haber bastante consenso al diferenciar entre 
comportamientos miserables y sublimes. En general, coincidimos en que personas como 
Gandhi, Mandela o Teresa de Calcuta, encarnan valores superiores no solo a los de 
Hitler o Stalin, sino a los de una infinidad de personajillos mediocres que gozan de gran 
proyección pública. 

El comentario anterior no representa por sí mismo una refutación del liberalismo 
moral, pero excede los límites de este sencillo trabajo desmenuzar la cuestión filosófica. 
Lo que sí resulta pertinente es destacar la casi irremediable transposición de tal 
planteamiento moral al terreno político. Desterrada la verdad moral del horizonte de la 
acción humana, el relativismo moral se presenta como condición de la democracia. Si la 
simple existencia de un bien moral objetivo se percibe como amenazante en el terreno 
personal, cuánto más amenazante parecerá hablar de verdades que han de guiar la 
convivencia política, en la que más claramente todavía que en el terreno moral se 
advierte que nuestras decisiones son fruto del consenso y del pacto. ¿Qué sentido puede 
tener la pretensión de que los acuerdos políticos se atengan a verdades morales, en el 
caso de que estas existiesen? 

La condición de posibilidad de la democracia parece, entonces, que es el relativismo 
moral. Hablar de verdad moral en este contexto suena a los oídos de algunos como una 
arrogancia y como una amenaza. Arrogancia porque quien afirma que algo es 
objetivamente bueno o malo, pretendería ir más allá de las posibilidades del ser humano. 
Amenaza, porque se entiende que quien se considere en posesión de la verdad no hará 
otra cosa que intentar sojuzgar a los demás. 


2. John Rawls, un autor de referencia obligada 


El planteamiento que se acaba de describir se encuentra, como cualquiera puede 
comprobar, de lo más generalizado y es altamente popular. Sin embargo, puede merecer 
la pena dedicar algo de atención a su formulación intelectual quizá más elaborada. Viene 
de la mano de uno de los más influyentes pensadores del panorama político, el 
norteamericano John Rawls (1921-2002). 

Advierto al lector que la comprensión de este autor entraña cierta dificultad, porque, 
junto a ser, como acabo de decir, uno de los más destacados pensadores políticos, tiene 
el mérito de buscar una respuesta intelectualmente sutil y muy elaborada a la 
problemática cuestión de los debates morales en la democracia. Puede merecer la pena 
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realizar un ligero esfuerzo para escalar la pequeña cumbre con la que a continuación nos 
enfrentamos. 


— El velo de la ignorancia 


Rawls expone su pensamiento sobre todo en dos obras fundamentales, Una teoría de 
la justicia (1971), y Liberalismo político (1993). Aunque el propósito de Una teoría de 
la justicia es, como su nombre sugiere, establecer las condiciones que ha de cumplir una 
sociedad para estar organizada justamente, se encuentran ya en ella elementos que luego 
desarrollará en Liberalismo político y que guardan una referencia más directa a la 
cuestión de cómo organizar la convivencia política para que pueda acoger a ciudadanos 
que suscriben doctrinas morales contrapuestas entre sí. 

No obstante, conviene detenerse a observar cómo plantea la cuestión de la justicia en 
la primera de estas obras. Para comprender su concepción de la justicia es preciso tener 
en cuenta que en su teoría social subyace la concepción contractualista propia de las 
democracias liberales. Entiende que la sociedad se funda en un pacto o contrato implícito 
entre los ciudadanos en vistas a un beneficio mutuo en condiciones de justicia. La 
sociedad tiene sentido si se la entiende como un sistema de cooperación ventajoso para 
todos sus integrantes. Habida cuenta de los diferentes y contrapuestos intereses de sus 
miembros, dicho pacto podrá permanecer solo si se cumplen determinadas reglas; reglas 
que él denomina fairness o de equidad. Solo un pacto equitativo puede dar sentido a la 
voluntad cooperativa de los integrantes de la sociedad. Aquellos ciudadanos que 
consideren que el juego social les lleva a salir perjudicados sistemáticamente dejarán de 
cooperar en la buena marcha de una sociedad que en realidad para ellos sería solo un 
perjuicio. Únicamente sobre la base de una sociedad ordenada justamente, es decir, una 
sociedad que beneficia equitativamente a sus miembros tiene sentido para sus integrantes 
mantener su cooperación para el conjunto de la sociedad. 

Como es sabido, Rawls acude a un artificio intelectual para explicar la posibilidad del 
pacto equitativo sobre el que ha de asentarse una sociedad justa o, en su terminología, 
«bien ordenada». Se trata de un pacto teóricamente realizado por los ciudadanos desde 
una supuesta «posición original» en la cual todos están cubiertos por un «velo de 
ignorancia», que les impediría a cada uno conocer su lugar en el juego: fortuna, posición 
social e, incluso, las propias concepciones sobre lo que está bien o mal. Solo este velo de 
ignorancia puede garantizar la neutralidad y, por tanto, la justicia en las decisiones de un 
agente. Para decidir justamente en una cuestión de relevancia social, viene a decir el 
pensador norteamericano, es preciso que el agente deje al margen su propio papel en el 
juego y piense en términos generales: ¿cuál es la decisión justa, no la que me conviene? 


— Hacia el consenso entrecruzado 


En Liberalismo político, Rawls da un paso más y se plantea las condiciones capaces 
de fundar la comunidad política en un escenario social caracterizado por un marcado 
pluralismo moral y religioso. La cuestión es cómo ha de ser el pacto político fundacional 
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de una sociedad en la que han de convivir personas que sustentan planteamientos 
morales y religiosos altamente contrapuestos y a los que denomina doctrinas 
perfeccionistas o comprehensivas, debido a que tales doctrinas incluyen una visión capaz 
de abarcar todos los aspectos de la vida humana y contienen un ideal de perfección de 
vida para quienes las suscriben. Así, pues, la cuestión versa sobre las condiciones de un 
acuerdo político capaz de garantizar la convivencia entre ciudadanos que sustentan 
diferentes e incluso opuestas doctrinas perfeccionistas o comprehensivas acerca de lo 
bueno y lo malo. Entiende Rawls, además, que su teoría de la justicia ha de ser una 
doctrina estrictamente política, no moral (pues en tal caso, su teoría formaría parte del 
problema que quiere resolver: la compatibilidad política de doctrinas morales 
diferentes). 

En opinión de Rawls, el acuerdo político capaz de abarcar a ciudadanos con doctrinas 
morales o religiosas diversas y contrapuestas obliga a quienes sostienen tales doctrinas a 
sostenerlas en el ámbito público de una manera razonable. Quienes suscriben diversas 
doctrinas comprehensivas —recordémoslo, doctrinas que acogen el sentido completo de 
la existencia— actúan razonablemente, a juicio de Rawls, en la medida en que renuncian 
a que su concepción de la verdad y del bien resulten socialmente preponderantes, ya que 
esto significaría la imposición de la concepción del bien sustentada por unos individuos 
a otros individuos que no la comparten. El comportamiento razonable de las doctrinas 
perfeccionistas sería la condición para posibilitar lo que denomina overlapping 
consensus, un consenso entrecruzado o por solapamiento, que sería el marco de la 
convivencia política. 

Según el autor de Political liberalism la razonabilidad de las doctrinas 
comprehensivas se expresa en que se comprendan a sí mismas como concepciones 
válidas para un plan de vida personal para los individuos, y no como expresiones de una 
verdad que debe ser impuesta al conjunto de la sociedad. Tal pretensión las volvería no 
razonables, porque harían imposible el consenso entrecruzado entre los ciudadanos sobre 
el que habría de sustentarse la comunidad política. 

Sobre el pensamiento de Rawls han corrido ríos de tinta. Entre las críticas que ha 
recibido, una muy importante en mi opinión es la de que su teoría sería una doctrina 
comprehensiva más y que, por tanto, no es lógicamente consistente. Pero eso nos 
introduce en un nivel especulativo que excede la naturaleza del presente trabajo, de 
naturaleza divulgativa. 

Podemos, en cambio, formular otras críticas más a ras de tierra. A mi modo de ver, la 
propuesta de Rawls puede ser correcta, válida y necesaria para estructurar las 
instituciones políticas. El velo de ignorancia que preconiza el profesor de Harvard puede 
ser, a mi entender, válido para fundar una justicia de tipo estrictamente procedimental, es 
decir, para establecer los mecanismos del juego político, pero solo para eso, para lo que 
es, digamos así, el mecanismo, el procedimiento para la toma de decisiones o acuerdos 
políticos. La justicia procedimental, en mi opinión, constituye una aportación valiosa si 
se circunscribe a las instituciones políticas y a sus reglas de juego, en el sentido de que 
pone en pie de igualdad en el juego político a todos los ciudadanos. El sentido rawlsiano 
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de justicia puede estar bien para fundamentar lo que yo llamaría ciudadanía institucional 
(el derecho y la manera de intervenir en las instituciones políticas), diferenciándola de la 
ciudadanía en su sentido pleno (el conjunto de todos los derechos y deberes que se 
poseen por el hecho de pertenecer a una comunidad política). 

Ahora bien, en mi opinión, la justicia procedimental deja de ser válida por completo 
para la toma de decisiones de los sujetos que intervienen en la actividad política normal 
(sea el diputado en su actividad parlamentaria o el simple ciudadano a la hora de 
participar en la política). En la actividad política normal las decisiones que se adoptan 
miran a bienes constitutivos (no meramente procedimentales). Cuestiones tales como si 
se deben o no subir los impuestos, si debe haber o no un régimen universal de seguridad 
social, si se puede o no legalizar el aborto, si se deben o no adoptar determinadas 
medidas para avanzar en la igualdad de la mujer, cómo deben ser las bajas por 
maternidad, si el Estado debe o no promover políticas de natalidad, en qué se gasta el 
dinero público, qué hacer frente al cambio climático o para preservar la naturaleza, 
etcétera, etcétera, son cuestiones en las que la justicia procedimental no aporta nada. 

En esas cuestiones, tanto los ciudadanos como los partidos políticos hacen 
estimaciones acerca de cosas mejores y peores. Y la política tiene su razón de ser en base 
a que hay importantes descuerdos acerca de lo que es bueno y lo que es malo; de lo que 
es mejor o peor en cada caso. Estas preferencias se encuentran ligadas por completo a 
concepciones diferentes del bien social, del bien común o, si se prefiere, de la dignidad 
humana y de los derechos humanos. En estas decisiones a lo que asistimos es a 
confrontaciones entre concepciones del bien; y la razón de ser de la política es, 
precisamente, tomar decisiones en un escenario de discrepancia. Lo que aporta la justicia 
procedimental es, ni más ni menos, un procedimiento justo —equitativo—, civilizado e 
institucionalizado para adoptar decisiones políticas naturalmente controvertidas. 

Pero el procedimiento no sustituye las razones del debate y la discrepancia, que 
miran precisamente a razones de «verdad» y de «bien». Negar esto es, sencillamente, 
disolver la política, anularla. Se trata de una pretensión completamente irreal, no solo en 
el plano empírico —los ciudadanos nunca se guiarán por este ideal—, sino irreal en el 
plano teórico de los principios, porque de un plumazo anula la razón de ser de la política 
y su carácter constitutivamente controvertido, en razón precisamente de las distintas 
ideas de bien y de valor que sustentan los ciudadanos; una política basada en un sentido 
de la justicia estrictamente procedimental elimina la actividad política. Dicho de otro 
modo, si el ideal es la justicia procedimental, la política carece de sentido. 

No obstante, cabe apreciar el interés de la propuesta rawlsiana que apela a un velo de 
ignorancia como exigencia de equidad en la política. A mi modo de entender, ese velo en 
la situación originaria tiene sentido como exigencia de la justicia, si lo entendemos como 
un modo de discriminar entre interés por un lado y justicia por otro; o, si se prefiere, 
entre interés personal y bien común. En efecto, un agente moral debe actuar en política 
—y en cualquier asunto en que estén en juego bienes públicos— persiguiendo la justicia 
y no exclusivamente el propio interés. Así, pues, la acción política debe mirar a bienes 
públicos, al bien común o como queramos llamarlo, y no a los intereses subjetivos. En 
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efecto, si, por ejemplo, surge un conflicto en torno al trazado que va a tener una 
autopista, la acción política debe mirar más a «lo justo» —teniendo en cuenta el interés 
público y los legítimos intereses de los afectados— que al puro interés de propietarios de 
terrenos o de las empresas que pueden encargarse de hacer la autopista. En una situación 
de este tipo, la apelación rawlsiana a un velo de ignorancia me parece completamente 
pertinente. Pero es preciso subrayar que la búsqueda de lo justo en cada situación no 
puede, como pretende Rawls, desligarse de doctrinas morales sobre lo bueno o lo malo, 
es decir, de lo que él denomina doctrinas comprehensivas o perfeccionistas. 

Lo que, a mi modo de ver, representa una equivocación notable es meter en el mismo 
saco los intereses privados y las nociones de bien — integradas en visiones 
comprehensivas de la realidad— con las que los ciudadanos acuden a los debates 
políticos. Las nociones sobre lo que es bueno o malo para la sociedad —nociones que 
muy probablemente se derivarán de otras nociones más generales sobre el bien y el mal 
— han de ser la guía para participar con fairness en los debates públicos. No han de ser 
mi interés, mi gusto o mis personales razones para trazar un «plan de vida», en palabras 
de Rawls, las razones para dirimir cuestiones públicamente controvertidas, sino mi 
sentido de lo que es bueno o malo para la sociedad, de lo que es justo y no es justo, pero 
ahora no en un sentido meramente procedimental o formal, sino desde un punto de vista 
claramente material, es decir, de contenidos. Dicho de otra manera, los ciudadanos 
deberíamos decidir en cuestiones referentes a la polis con criterios de justicia pública, no 
de mero interés privado ni tan siquiera de preferencias morales para la propia vida. 

Yendo a una cuestión controvertida, como es el caso de la equiparación de las 
uniones homosexuales con el matrimonio, está claro que quienes se oponen a tal 
equiparación no pueden hacerlo por razones de moralidad privada, de repugnancia 
personal o de mero sentimiento religioso o de otro tipo. En eldebate político, quien se 
oponga a la aludida equiparación habrá de hacerlo por razones de justicia social, es decir, 
por razones de bien común; en definitiva, por razones públicamente consistentes. La 
oposición al matrimonio entre homosexuales solo tiene sentido político 51 tales uniones 
representan un mal para la sociedad. Evidentemente, no todo el mundo estará de acuerdo 
en que sean malas para la sociedad y esa es precisamente la razón de ser tanto del debate 
como de la necesidad de una solución política a semejante discrepancia. En un escenario 
de desacuerdo, la justicia procedimental —las reglas democráticas para salir del 
atolladero— proporcionará las normas para tomar una solución política. La solución que 
se adopte será políticamente legítima si, efectivamente, han podido intervenir en el 
debate las diversas posiciones y se han seguido las reglas políticas — 
procedimentalmente justas— para solucionar estos conflictos. Y la solución será 
políticamente legítima aunque pueda ser éticamente aberrante. La legitimidad política de 
la decisión adoptada en el juego democrático no garantiza la bondad pública y social de 
la decisión que finalmente se adopte. 

Pero conviene insistir en que la legitimidad política de la decisión adoptada no 
procederá de que los agentes políticos hayan expresado sus opiniones y, si es el caso, sus 
votos desde una imposible posición velada por una supuesta ignorancia al respecto, sino 
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que se tratará de una decisión adoptada a partir de una inevitable confrontación de bienes 
sustantivos como son las libertades individuales por una parte y la concepción del 
matrimonio heterosexual como un bien social fundamental, por otra. Lo que 
representaría una farsa y podría deslegitimar políticamente las decisiones sería la idea de 
que el único bien defendible es la libertad del agente. 


3. Legitimidad política y moral 


Se acaba de hacer una afirmación que quizá resulte chocante para algunos, a saber, 
que en democracia caben soluciones políticas legítimas que, sin embargo, acogen 
decisiones moralmente inaceptablese, incluso, aberrantes. Es comprensible que esto 
suene duro al oído de algunos (o de muchos); especialmente, al oído de personas con 
especial sensibilidad moral. Cuesta trabajo, en efecto, admitir algún tipo de legitimación 
del mal. Éste es, desde mi punto de vista, la piedra de escándalo en la que tropiezan 
quienes he llamado demoescépticos; para ellos, la posibilidad de que el mal goce de 
alguna cobertura legal resulta aberrante. ¿Llevan razón? 

En mi opinión, no. Para comprender esta negativa, aparte de otros argumentos, 
considero fundamental distinguir entre legitimación política y legitimación moral. Que 
una decisión sea políticamente legítima significa única y exclusivamente que se ha 
adoptado por quien se encuentra legítimamente facultado para hacerlo en función del 
diseño constitucional del Estado o de la comunidad política ——por ejemplo, 
supranacional — que en cada caso se trate. Una decisión legítima en clave política obliga 
en cada caso a lo que obliga y a quienes obliga, demandando, en general —salvo 
objeción de conciencia, que no será lo habitual—, obediencia civil. 

La legitimidad política de una decisión adoptada en sede constitucional, es decir, de 
una ley o una norma, no implica legitimidad moral en el sentido de que sea una garantía 
de la moralidad de lo prescrito por la norma. De manera que ni quienes están a favor de 
la norma legal pueden utilizar como argumento de justificación moral la existencia 
misma de la norma —algo, lamentablemente, muy extendido—, ni quienes están en 
contra de la norma quedan impedidos o exonerados de la obligación moral de tratar de 
cambiar esa norma que juzgan inmoral. 

Que algo inmoral se legitime políticamente es, evidentemente, una desgracia, porque 
la habilitación legal para cometer injusticias es terrible. Por eso, porque en política se 
pueden adoptar decisiones perversas, es tan importante la participación política de los 
ciudadanos y es tan importante actuar reflexivamente, porque uno puede ser cómplice, 
en mayor o menor grado, de auténticas bellaquerías. 

A los demoescépticos hay que decirles, por una parte, que no existe régimen político 
alguno capaz de garantizar la moralidad de las decisiones políticas. Y ello por mucho 
que un régimen totalitario, bien sea una dictadura, una democracia popularcomunista o 
una república islámica —son las alternativa reales que en este momento se nos ofrecen 
—, Iinvoque los más altos principios morales o religiosos como guía de su programa 
político. Las malas decisiones —las decisiones injustas— no deslegitiman por sí mismas 
a un régimen político. Un régimen político se deslegitima políticamente si deja de ser lo 
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que tiene que ser o, si constitutivamente, es contrario a la lógica de la política; la 
democracia se deslegitima políticamente si en realidad deja de ser democracia, para 
convertirse en un populismo en el que solo queda la apariencia de la democracia. 

La deslegitimación moral de un régimen político, distinta de la falta de legitimidad 
política, procede, a mi entender, no de las decisiones injustas que eventualmente puedan 
darse dentro de él, sino que ha de proceder de su misma naturaleza. Un régimen político 
es inmoral como régimen político si su naturaleza es por sí misma perversa. Si, por 
ejemplo, se sustenta en el terror, la delación, etcétera. En el caso de la democracia, 
podría afirmarse que es perversa si un régimen de libertades significase, por sí mismo, la 
realización sistemática de decisiones inmorales, es decir, socialmente injustas. Pero no es 
así: ni la democracia adopta por sistema decisiones injustas ni la libertad es sinónimo de 
inmoralidad. 

Quienes recelan de la democracia por razones morales lo hacen, entiendo yo, porque 
consideran que las decisiones inmorales que constatan en un régimen de libertades 
proceden de la esencia misma del régimen de libertades. Dan razón a aquel padre de 
familia que se quejaba: «¡libertad, libertad!; les das libertad y, ¡luego, hacen lo que les da 
la gana!». Efectivamente, si hay libertad, es posible que la gente haga lo que le dé la 
gana, y puede suceder que los ciudadanos apoyen medidas injustas. Pero eso, por sí 
mismo, no lo convierte en moralmente perverso. Quienes piensan así, me parece que se 
dejan vencer por el espejismo de considerar que un buen dictador garantizaría la bondad 
moral de sus decisiones políticas. Pero esto plantea un «pequeño» problema: ¿quién 
determina que el dictador es bueno y que sus decisiones son buenas? ¿Quién lo 
garantiza? 

En mi opinión, resulta mucho más sensato, realista —o sea, acomodado a la verdad 
de las cosas— y antropológicamente optimista pensar que la libertad la utilizamos, sobre 
todo, para hacer el bien. Me parece también más ajustado a la realidad de las cosas 
considerar que las decisiones políticas moralmente aberrantes son fruto, no tanto de la 
política como del sustrato cultural sobre el que se sustenta la acción política. 
Evidentemente, si una cultura contiene muchos elementos contrarios a la dignidad 
humana, cabe esperar que, lamentablemente, tal cultura se refleje en las decisiones 
políticas y que, consiguientemente, abunden las legislaciones inmorales. Pretender poner 
coto desde la política a una cultura, digamos significativamente inmoral en algunos 
aspectos, es estar en el guindo y desconocer por completo las posibilidades y límites de 
la acción política. 


4. Democracia, verdad y espiritu cívico 


Lo que se acaba de decir no representa, ni de lejos, un cheque en blanco para las 
decisiones democráticas. Como he señalado, la legitimidad política no es garantía de la 
moralidad de las decisiones democráticas7. Por eso representa una solemne tontería— 
cuando no una insoportable arrogancia— el intento de algunos pseudo-demócratas de 
neutralizar los debates morales en torno a determinadas leyes aduciendo que se trata de 
leyes democráticamente aprobadas, como si la legitimidad política y democrática de una 
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ley garantizase su solvencia moral. 

La legislación —en la que se plasma la actividad política— se encuentra plagada de 
injusticias de todo orden. Cualquier persona que acude al debate público lo hace, en 
definitiva, por razones de justicia. Bien se trate de las emisiones de Co,, del cambio 
climático o de la protección de una especie, de leyes para fomentar la paridad de las 
mujeres, cuestiones de impuestos, la oficialidad de una lengua o la soberanía de un 
territorio, quien propugna o reclama algo es porque considera que le asiste una razón de 
justicia y que la situación presente de las cosas —sustentada en normas legales vigentes 
— no se acomoda a esa idea de justicia. En definitiva, y gracias a Dios, lo legislado no 
es norma de moralidad pública. La razón de ser de la política no es otra, en muchas 
ocasiones, que cambiar las leyes para que sean más justas. 

Pero hablar de justicia es, a mi entender, hablar de verdades. Quien reclama un 
cambio legislativo lo puede hacer por dos motivos: uno espurio o, al menos, 
dudosamente legítimo, y otro claramente legítimo. El motivo espurio es el propio interés 
al margen de la justicia: se trata de cambiar las leyes para que favorezcan mis intereses 
(quizá a algunos les parezca un ejemplo adecuado de motivación espuria lo que hizo en 
España la SGAE con el canon digital o, más claramente, la desregulación de los 
mercados financieros llevada a cabo por muchos gobiernos y que parece haber tenido 
buena parte de la culpa en la tremenda crisis económica que todavía padecemos muchos 
países). El motivo claramente legítimo para intervenir en la política es la justicia 
(cambiar las leyes actualmente vigentes por otras más justas). Quien apela a la justicia 
apela a la verdad y, a pesar del relativismo reinante, ese relativismo cede en cuanto 
alguien entiende que la situación de hecho es injusta y promueve leyes que permitan 
avanzar hacia una situación más justa. Cuando se lucha, por ejemplo, contra la 
discriminación de la mujer no está en juego un interés, lo que está en juego es una 
cuestión de justicia. 

Así, pues, la convicción democrática no está reñida en absoluto con las ideas de bien, 
justicia y verdad. Ser demócrata —y lo digo pensando en los demoescépticos— no es 
desentenderse del compromiso con la verdad y con la justicia, no es abandonarse a los 
dictados de una cultura que puede uno considerar inmoral en muchos aspectos. El 
demócrata convencido asume la legitimidad política de leyes que considera injustas — 
incluso gravemente inmorales— aunque cuenten con el respaldo de las instituciones 
democráticas; pero, a la vez, se siente completamente comprometido con promover leyes 
justas y cambiar las leyes que considera injustas. 

La democracia representa un régimen muy exigente para los ciudadanos con 
sensibilidad moral, porque les lleva a estar en permanente tensión para introducir 
cambios legales de favor de una mayor justicia en la sociedad. La democracia precisa de 
ciudadanos responsables. El civismo se manifiesta tanto en la aceptación civil de las 
leyes democráticamente aprobadas cuanto en el esfuerzo por cambiarlas si se consideran 
injustas; un esfuerzo tanto más denodado cuanto más injusta se considere la norma 
vigente. A diferencia de los regímenes autocráticos, la responsabilidad cívica y moral de 
los ciudadanos es enorme, porque son corresponsables de lo que sucede en el ámbito 
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público. 

Frente a los «anti-verdad», es decir, quienes desconfían de la verdad y consideran que 
la democracia resulta incompatible con la existencia de verdades, al ser aquella un 
régimen fundado en pactos, elecciones y mayorías, es preciso sostener que los 
demócratas que confían en la verdad admiten que solo pueden hacerla valer 
democráticamente. Pero hay que decirles con igual fuerza que, sin una verdad en el 
horizonte del diálogo político, la democracia se desvirtúa. Una cosa es que las decisiones 
políticas no se deriven automáticamente de lo que es verdadero y justo —es decir, que 
las medidas políticas necesiten ser adoptadas por la voluntad democrática de los 
ciudadanos—, y otra, muy distinta, que esa voluntad democrática pueda desentenderse 
de razones de justicia y de bien. 

Que la realización del bien y de la verdad no esté asegurada por sí sola —algo que 
ocurre en cualquier régimen político— no significa que quienes intervienen en el juego 
político no tengan la obligación de intentar realizar lo que de verdad es justo. El hecho 
de que el intento de realizar lo verdaderamente justo no sea una operación con garantía 
de éxito no significa que no haya que buscar qué es lo bueno y lo justo; y eso aun cuando 
nos conste que en muchas ocasiones es extremadamente difícil determinar qué es lo 
bueno y lo justo, aquí y ahora. Renegar de la verdad sería convertir la arena política en 
una lucha de gladiadores —más de lo que ya es, quiero decir—,porque si la justicia y el 
bien dejaran de estar en el horizonte de los ciudadanos y de los legisladores, la política 
no sería ya nada más que un combate entre intereses, a ninguno de los cuales les asistiría 
la razón; estaríamos consagrando la ley del más fuerte, la ley de la selva. 

Podría aquí aducir alguien que esto es lo que precisamente está ocurriendo, pero creo 
que nadie puede argumentar que la democracia ha de consistir solo en la fuerza de los 
votos, al margen de la justicia. Creo que nadie puede, por ejemplo, decirle a una mujer 
mirándole a los ojos que el objetivo de la igualdad salarial no es una cuestión de justicia, 
sino de simple aritmética parlamentaria; por mucho que la aritmética parlamentaria sea 
la única forma políticamente admisible para hacer efectiva la demanda que por razón de 
justicia se reclama. 


3. Los debates morales en la democracia. A modo de conclusión 


Nos encontramos quizá ya en condiciones de decir, a modo de recapitulación, algo 
acerca de los debates morales en la democracia que pueda servir para responder a uno de 
los más importantes argumentos del laicismo actual, para el cual las creencias religiosas 
interfieren indebidamente en el juego democrático. 

El episodio de la pareja formada por Tomato Lichy y Paula Garfield nos han puesto 
sobre la pista de un modo de abordar los debates públicos en el que las decisiones 
políticas se contemplan exclusivamente como un modo de permitir que cada persona 
haga con su vida lo que mejor le parezca sobre la base de que nada es mejor o peor y 
que, consiguientemente, nadie puede legítimamente pretender interferir en decisiones 
ajenas. La reclamación del derecho a tener, si se desea, un hijo sordo, incluso si ello 
requiere eliminar a un hijo sin sordera pone de manifiesto un preciso modo de entender 
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la democracia liberal, según el cual los asuntos tienden a «privatizarse» y a quedar bajo 
la exclusiva soberanía de quien actúa. 

La democracia sería, no tanto un sistema de participación política, cuanto un sistema 
mediante el que pueden reclamarse al Estado no solo la no interferencia en asuntos 
personales, sino incluso las ayudas y disposiciones precisas —aunque solo sea en forma 
de ley permisiva— para llevar a cabo las pretensiones que cada uno juzgue relevantes 
para su propia felicidad, bien sea cambiar de sexo, abortar, tener un hijo con 
determinadas características o poner fin a la propia vida. 

Se encuentra, en efecto, muy difundida la idea de que la democracia liberal —la que 
se ha extendido en Occidente y nace con la Modernidad europea— se asienta en el 
axioma de que no hay nada en sí mismo verdadero o bueno, que lo único que existe son 
estimaciones subjetivas sobre lo que merece o no la pena y que de lo que va la 
democracia es, precisamente,de asegurar la mayor extensión posible al despliegue de la 
propia libertad. La democracia exigiría como condición previa la inexistencia de un 
orden objetivo de verdad y de bien. Desde esta perspectiva, la religión, en cuanto que 
apela a un orden transcendente y a un orden de verdades no negociables, que actúan 
como medida de la libertad, se percibe como una amenaza para la democracia. El 
laicismo, en este aspecto, no es otra cosa que la pretensión de deslegitimar el influjo 
político de la religión —con sus pretensiones de verdad— en las decisiones colectivas. 

Sobre la base de que no hay nada en sí mismo bueno y verdadero, la democracia se 
transformaría en una transacción de acuerdos sin base racional alguna. La democracia 
pasa a entenderse como un delicadísimo equilibrio entre intereses contrapuestos, una 
negociación entre ciudadanos que, enrealidad, no tienen nada en común y que se ven 
obligados a negociar entre sí un marco de limitaciones recíprocas válidas solo para que 
el sistema se sostenga como mero marco de negociación. 

Aparentemente, esto es así. El hecho de que, efectivamente, la democracia funciona a 
base de negociaciones permanentes crea la ilusión de que la democracia es solo eso: pura 
negociación. Pero, en realidad y afortunadamente, la democracia es mucho más que una 
equilibrada negociación. La negociación y los acuerdos constituyen el sistema de toma 
de decisiones democráticas y acogen el hecho de que existen ciudadanos con una gran 
disparidad de criterios sobre lo bueno y lo malo, lo mejor y lo peor. Acoge también la 
democracia el hecho de que no se le puede reconocer de antemano a nadie la posesión de 
la verdad y que, consiguientemente, todos pueden participar en la toma de decisiones. 

Pero una cosa es que el sistema político democrático haya de acoger todos estos 
elementos y otra cosa es que, efectivamente, no haya una verdad que buscar y que los 
miembros de una sociedad no tengan realmente nada en común, a no ser la necesidad de 
negociar entre ellos. Lo que es preciso comprender, en mi opinión, es la compatibilidad 
entre la necesidad de acordar decisiones consensuadas y la existencia de bienes 
objetivos. De hecho, en la sociedad existen muchas discrepancias y la democracia nos 
obliga a negociar acuerdos. Eso no impide, sin embargo, que quienes negocian esos 
acuerdos —los ciudadanos y sus representantes políticos— tengan en la cabeza la idea 
de algo objetivamente bueno y justo, y que intenten persuadir al resto de que algo es más 
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justo o mejor que su contrario. 

Como intenté mostrar más arriba con los ejemplos de los toros y la posesión de 
armas, los abolicionistas se mueven por una idea de justicia y de bien8. Y su idea de 
justicia, a la vez que trasciende el propio proyecto de vida, hace referencia a un espacio 
común —el conjunto de la sociedad— que es preciso configurar y que nos impide 
mantenernos en una visión «atomista» de la sociedad, según la cual los ciudadanos 
seríamos átomos completamente separados unos de otros, sin nada en común y 
obligados, como se señaló anteriormente, a negociar sobre la idea de que, efectivamente, 
nada nos une aparte de la necesidad de negociar. 

La idea de justicia remite, por su parte, a la necesidad de un orden racional que 
incluye lo que es justo en cada circunstancia. Esto significa que lo que es justo en cada 
circunstancia y para cada persona o grupo, aunque haya de decidirse democráticamente, 
no proviene de la voluntad democrática, sino que tiene consistencia propia. A la razón le 
corresponde dilucidar en cada momento qué es lo justo, lo verdaderamente justo. La 
construcción democrática de la voluntad no legitima moralmente una voluntad que 
pueda decidir arbitrariamente, sino que debe pretender alcanzar decisiones realmente 
justas. Si a las decisiones democráticas no les asistiese la justicia, nos encontraríamos 
ante un puro ejercicio de poder, que no por ser —en el mejor de los casos— el de la 
mayoría de los ciudadanos se encontraría más legitimado que el poder de un déspota. 

Ciertamente, la razón humana en general y la de cada individuo y cada cultura en 
particular es una razón limitada y falible. Pero tal limitación no justifica que podamos 
desentendernos de la búsqueda de razones, sino que nos obliga a indagar más acerca de 
ellas. Por otra parte, en el juego democrático hay toda una dimensión de persuasión o 
convencimiento. En esa tarea cabe que se den el engaño y la movilización de factores no 
estrictamente racionales, sino de carácter emocional. Pero ello tampoco es un argumento 
contra la necesaria racionalidad que precisa el hallazgo de lo justo. Una cosa es que, de 
hecho, puedan triunfar retóricamente planteamientos injustos y otra muy distinta 
sostener que no cabe distinguir conceptualmente entre argumentos meramente retóricos 
y argumentos justificados racionalmente. 

Aparte de esto, genera una especie de escándalo de la razón la existencia en la 
sociedad de visiones totalmente contrarias en torno a lo que está bien o mal y, en 
general, en relación con cualquier cuestión a la que los seres humanos nos enfrentamos. 
No obstante, esto no ha de llevarnos a concluir precipitadamente que las cuestiones 
carecen de respuesta racional y que, en consecuencia, las decisiones políticas han de 
adoptarse al margen de razones de justicia. Esto conduciría al relativismo —la negación 
de un orden de bienes y verdades anteriores a nuestras decisiones— entendido como 
exigencia de la pluralidad de respuestas de hecho existentes en relación con las diversas 
cuestiones con que nos enfrentamos en la vida. 

Pero una cosa es que la democracia pueda ser una buena manera de gestionar 
políticamente el pluralismo moral y religioso presente en la sociedad y otra muy diversa 
que la política haya de entenderse al margen de lo bueno y lo justo, reduciéndola a una 
mera negociación entre ciudadanos que no comparten iguales puntos de vista, ni tan 
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siquiera similares valores morales. Lo que se impone es una indagación más exigente 
sobre lo que es justo, cuyas conclusiones les resulten verosímiles a los ciudadanos. Una 
cosa es que los ciudadanos no estemos de acuerdo sobre lo que es justo y otra, muy 
distinta, concluir que el diálogo democrático no haya de estar presidido por la búsqueda 
de lo que en cada caso sea más conforme a la justicia. Así, por ejemplo, una cosa es que 
lo que hagamos con las centrales nucleares será resultado, en última instancia, de 
acuerdos democráticos en un contexto de discrepancia ética sobre aquellas, y otra cosa es 
que los participantes en el debate no manejemos una idea de «lo que es justo» al 
respecto. 

Vistas así las cosas, cabe comprender que el laicismo no es, en este aspecto, otra cosa 
que la ilegítima pretensión de que las intuiciones morales contenidas en las tradiciones 
religiosas no influyan en absoluto enlas decisiones políticas9. El laicismo es en este 
ámbito la postura que niega la legitimidad de que algunas concepciones morales de los 
ciudadanos interfieran en las decisiones políticas. Desde la perspectiva laicista, los 
creyentes tendrían que aceptar un orden político construido sobre decisiones morales en 
las que, por sistema, nunca podrán intervenir. La exposición que he venido realizando 
pienso que desmiente tal pretensión y que justifica la manera en que los creyentes 
pueden concurrir a la configuración del espacio público desde la visión moral que su 
religión les proporciona. 

La laicidad, que con razón expulsa a la autoridad religiosa del diseño constitucional 
del Estado, no exige, sin embargo, que los ciudadanos creyentes abdiquen de su visión 
moral cuando se debaten en la arena pública cuestiones decisivas que guardan relación 
con el modo de entender el ser humano, su dignidad y su destino. Otra cosa es que, en la 
arena política, los creyentes, si desean ser escuchados, habrán de aportar argumentos 
racionales, no basados exclusivamente en su fe. 

Cabe concluir que la línea que separa, por una parte, la ausencia de toda autoridad 
religiosa en el diseño constitucional y, por otra, la pretensión de que visiones morales 
con inspiración religiosa no incidan de ninguna manera en los debates democráticos es la 
misma que separa la laicidad del laicismo. 


l Ver cifras del Instituto de Política Familiar en http://www.Ine.es/sociedad-cultura/2010/12/28/aborto- 
principal-causa-mortalidad-instituto-politica-familiar/1013047.html 

2 Datos obtenidos del «El divorcio en la Unión Europea», Boletín monográfico on-line n* 8, Junio de 2010, del 
Instituto de Política Familiar (IPF). 

3 Así se refiere a la democracia Martin Rhonheimer en la página 76 de Cristianismo y laicidad. Historia y 
actualidad de una relación compleja, Rialp, Madrid (2009), 200 págs. Para quien desee profundizar en la cuestión 
del laicismo en confrontación con el cristianismo, la lectura de este libro resulta obligada. 

4 IRENE NÉMIROVSKY, Suite Francesa, Ediciones Salamandra, Barcelona, 2005, página 318. 

5 Aunque, como se ha señalado, la democracia moderna incluye entre sus objetivos otros bienes fundamentales 
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como son la justicia y la paz; y aunque las democracias liberales se caracterizan también por ciertas instituciones 
políticas como la representatividad, el sufragio universal, etcétera, el ciudadano medio tiende a considerar quizá 
como el más alto valor del régimen liberal su capacidad de garantizar que los individuos puedan organizar la 
propia vida conforme mejor les parezca. 

6 El libro de HERBERT HENDIN, Seducidos por la muerte, Planeta, 2009, sirve por ejemplo, para hacerse una 
idea cabal de la insospechada dimensión pública que la legalización del suicidio asistido posee en la práctica. 

7 Ni tampoco es garantía de que en cada caso se adopten las mejores decisiones políticas o de que no sean 
manifiestamente mejorables muchas prácticas políticas. El divorcio que se aprecia desde hace años entre 
ciudadanos y política institucional, expresado con especial énfasis en el movimiento de «indignados» surgido en 
España el llamado 15-M (de 2011), expresa con claridad las notables deficiencias de la acción política. Pero todo 
ello no deslegitima el modelo democrático como tal, sino que señala algunas prácticas que lo desvirtúan. Como se 
señaló en la introducción a este trabajo, que los descontentos del 15-M clamasen por una «Democracia real ya», 
no hacía sino apelar al ideal democrático como referencia para la mejora de una acción política a la que se 
considera demasiado alejada de las preocupaciones de los ciudadanos, practicada por una clase política 
endogámica y que ha perdido tensión ética. 

8 A estos debates, se pueden añadir situaciones mucho más comunes. Sirva de ejemplo lo que sucedió en los 
aeropuertos españoles el año 2010, en el comienzo del «puente» vacacional de la Constitución y la Inmaculada. El 
viernes en el que se abría ese período de descanso, el Gobierno aprobaba un decreto que regulaba las condiciones 
laborales de los controladores aéreos que venían negociándose desde hace años. La respuesta de los controladores 
fue el abandono masivo del puesto de trabajo. El resultado fue un caos sin precedentes, traducido en la 
imposibilidad de que hubiera vuelos, el cierre por parte del Gobierno del espacio aéreo español y que hubieran de 
suspenderse 4.300 vuelos y que 650.000 ciudadanos quedaran atrapados en los aeropuertos sin la posibilidad de 
viajar. El enfado de los viajeros fue mayúsculo, al considerar que la medida de fuerza de los controladores ante las 
medidas del Gobierno resultaba manifiestamente injusta. Los viajeros abandonados a su suerte encontraban 
desproporcionado el daño que se les infringía en relación con los derechos o intereses que los controladores aéreos 
defendían. En definitiva, tras la rabia y enfado de los viajeros —y, en general, de los ciudadanos que 
contemplaban asombrados lo que sucedía— latía una apelación a la justicia como referencia para regular las 
negociaciones de intereses en conflicto. De hecho, cuando el ministro de Fomento, José Blanco, anunció tras la 
reanudación de los servicios la apertura de 442 expedientes sancionadores a los controladores aéreos, argumentó 
que había llegado la hora de «hacer justicia». 

9 Mucho más atento a las verdades morales contenidas en las tradiciones religiosas es un filósofo agnóstico 
como Jiirgen Habermas, quien sostiene que, sin confundir los planos, la filosofía puede escuchar las tradiciones 
religiosas y encontrar en ellas intuiciones expresadas en clave religiosa, pero susceptibles de ser traducidas a un 
pensamiento no religioso y, de esta manera, resultar asumibles por cualquier persona. En las tradiciones religiosas 
se expresan, entiende Habermas, conceptos sobre la existencia lograda y perdida que pueden alimentar la reflexión 
filosófica, si son adecuadamente «traducidas» al pensamiento secular. Así considera que ha sucedido en el diálogo 
entre fe cristiana y pensamiento griego, que ha aportado diversos conceptos morales y, en concreto y 
especialmente, la idea de la igualdad dignidad de todos los hombres, a partir de la idea religiosa del hombre como 
imagen de Dios (ver por ejemplo su exposición en la tarde de discusión con el entonces cardenal Ratzinger en 
enero de 2004 sobre Las bases morales prepoliticas del Estado liberal o su Discurso de agradecimiento 
pronunciado en la Paulskirche de Frankfurt el día 14 de Octubre de 2001, con motivo de la concesión del Premio 
de la Paz, de los libreros alemanes). 
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APÉNDICE Y CONCLUSIONES 


1. LA SECULARIDAD, UN BIEN CRISTIANO 
1. Un ámbito netamente secular 


Antes de concluir el presente trabajo, puede ser oportuno dedicar unas páginas —que 
no llegan a formar un capítulo— a intentar una aproximación a la cuestión de la laicidad 
desde la perspectiva cristiana. 

Tanto la historia del orden político laico, que fue inicialmente anti-católico y 
antirreligioso1, cuanto las consiguientes condenas que cosechó aquel laicismo por parte 
de los Papas, así como la agresividad antirreligiosa de muchas de las propuestas que se 
formulan en la actualidad en nombre del laicismo, de las que nos hemos ocupado a lo 
largo del presente trabajo, pueden llevar a pensar erróneamente que la laicidad representa 
un problema para la concepción cristiana del orden político. 

Por el contrario, si entendemos la laicidad como autonomía —y consiguiente 
legitimidad— del poder político temporal respecto al espiritual, hay que pensar que tal 
separación, no obstante su oscurecimiento a lo largo de muchos momentos de la historia 
del cristianismo, pertenece a su misma esencia. 

En efecto, la recomendación evangélica «Dad, pues, al Cesar lo que es del Cesar y a 
Dios lo que es de Dios» (Mt 22,21), se tradujo desde el comienzo del cristianismo en una 
neta separación entre la esfera religiosa y la política. La recepción de la Buena Nueva no 
impulsó a los cristianos a configurar un orden político acorde con sus creencias2. Los 
discípulos de Jesucristo no se sintieron conminados a crear un nuevo orden social en el 
que, por ejemplo, se aboliera la esclavitud —aunque humanizaran esa costumbre— o la 
propiedad privada —aunque quienes así lo deseaban ponían sus bienes en común—. No, 
el cristianismo no representaba un programa político, no se traducía en un plan de 
transformaciones sociales. Los cristianos permanecieron fieles súbditos a la autoridad 
legítima —<que no cuestionaban—, salvo en lo tocante a la adoración de los dioses del 
Estado o del mismo emperador. 

La dualidad Dios y Cesar introdujo en la historia la gran novedad de distinguir entre 
obligaciones políticas y religiosas. Cabe decir, por tanto, que 51 bien el cristianismo no se 
tradujo en un programa político, sí que revolucionó la concepción de la política, al 
subordinar las obligaciones políticas a la conciencia religiosa. Así, pues, la «revolución» 
cristiana aporta como gran novedad política el establecimiento de un dualismo entre 
política y religión. Este dualismo viene a ser como una medalla con dos caras. En una 
cara contemplamos la distinción entre obligaciones políticas y religiosas. En la otra 
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descubrimos la conformación de un orden político propiamente político, es decir, no 
religioso; esto es, plenamente secular. 

Vamos a ocuparnos, en primer lugar, de esta segunda cara de la moneda: la 
afirmación de un plano político plenamente secular, diferente al religioso. Esta 
afirmación requiere el previo reconocimiento de toda una esfera propiamente secular en 
las realidades humanas, es decir, la aceptación de que las realidades terrenas contienen 
unas leyes propias, una dinámica propia, cuyo conocimiento y gobierno no necesita de la 
revelación religiosa ni de la sujeción a autoridades religiosas. No es que en el 
cristianismo las realidades humanas no tengan su origen y última explicación en Dios, o 
que no deban ordenarse en última instancia a Él; pero tal ordenación última no es su 
primera e inmediata ordenación. La primera e inmediata ordenación de las realidades 
temporales no constituye una actividad propiamente religiosa, ni debe estar sujeta a los 
representantes de Dios en la tierra. Las realidades terrenas, para la fe cristiana, son obra 
de Dios, criaturas suyas, y llevan ínsita su referencia al creador, pero eso está en la 
misma naturaleza de las realidades terrenas, que pueden ser conocidas y dirigidas — 
aunque imperfectamente— por el ser humano mediante sus capacidades naturales, 
capacidades proporcionadas también por Dios, pero cuyo despliegue y ejercicio no 
requiere la fe en la revelación de Jesucristo. 

A esto es a lo que el Concilio Vaticano II se ha referido al hablar de la legítima 
autonomía de las realidades temporales. Y se ha referido a ello, especificando de qué 
manera ha de entenderse adecuadamente3. Una vez más, las cosas no son simples, 
porque, por una parte, se rechaza una visión clerical de las realidades temporales y de la 
política; pero, por otra, se reafirma la sujeción de las realidades creadas y de la acción 
humana a Dios. Nos encontramos con los elementos precisos para comprender 
adecuadamente la concepción cristiana de la laicidad, que, si bien afirma una lógica 
propia de las realidades temporales, incluida la política, mantiene una referencia última a 
Dios. 

Lo que se trata de comprender es que a la visión cristiana de la realidad creada le es 
ajena tanto la confusión y mixtura de lo religioso con lo político, como la acotación 
artificial de espacios cerrados e impermeables a los designios creadores de Dios. En 
efecto, y como se lee en Gaudium et spes, es «voluntad del Creador» que el hombre 
«descubra, emplee y ordene paulatinamente» las leyes de las cosas creadas y de la 
sociedad. Entiendo que esto significa que el hombre ha de descubrir la estructura de la 
realidad (del cosmos, de la materia, del origen del universo y de las leyes que lo rigen), 
ha de descubrirse a sí mismo y ha de encontrar la manera de articular su relación con los 
demás, personal y colectivamente. No se le ha ahorrado al hombre el esfuerzo de su 
ingenio para comprender las cosas y organizar su vida individual y socialmente. No hay 
una revelación que le ahorre ese trabajo o que le dicte todo lo que debe hacer. La historia 
de la humanidad no es otra cosa que un colosal esfuerzo por conocer y comprender la 
realidad, y por aprender a vivir, personal y colectivamente, del mejor modo posible. En 
esto consiste la autonomía de las realidades temporales y aquí es donde la fe cristiana 
descubre un escenario de secularidad, de realidades no moduladas desde instancias 
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religiosas. 

Pero esa tarea no es una tarea a la que Dios le sea ajeno por completo. Y, sobre todo, 
se trata de una tarea que actúa sobre una realidad que el hombre no se ha dado a sí 
mismo, sino que ha sido creada por Dios. Por eso advierte el mismo documento que «por 
el olvido de Dios la propia criatura queda oscurecida». 

La autonomía de las realidades temporales tiene —ha de tener— un reflejo preciso en 
la política. La autonomía del orden político respecto al religioso representa la gran 
innovación que el cristianismo introdujo en la historia de la política. Innovación que 
Martin Rhonheimer califica de revolucionaria y que explica del siguiente modo: 


«El cristianismo ha introducido en la historia una novedad absoluta, de la que 
nosotros, herederos de una cultura impregnada de espiritu cristiano, no somos a veces 
muy conscientes: la independencia de la religión respecto del poder político y, 
viceversa, la independencia del poder político, y más aún del orden legal, respecto de la 
religión. Tal “independencia”, sin embargo, ha de entenderse en un sentido específico: 
por un lado, con el cristianismo el poder político deja de ser el representante de fuerzas 
o divinidades superiores; y por otro, la religión cristiana no sirve para ejercer mejor el 
poder político, o para asegurar o sostener el orden de la sociedad y del Estado (...). 
Ampliando el campo de mira, podemos afirmar más en general: por primera vez en la 
historia, el cristianismo reconoce que las cosas temporales, la política y las instituciones 
jurídicas de la ciudad terrena responden a una lógica interna, autónoma e 
independiente de la religión. El cristianismo, aun comprendiéndose a sí mismo como 
verdad única y suprema, no contempla esta verdad como sustituto de las demás 
verdades y lógicas terrenas en el campo jurídico, político o filosófico, sino más bien 
como su complemento y su salvación (...) Resulta difícil, pues, exagerar la importancia 
de la mencionada novedad del cristianismo, teniendo en cuenta además que no deriva de 
un factor histórico contingente, sino directamente del núcleo de la propia religión 
cristiana»4. 


Nos encontramos ante una religión, el cristianismo, que articula la trascendencia y la 
relación con Dios con la afirmación de un ámbito propiamente secular, aunque 
dependiente en última instancia de Dios. 


2. Libertad religiosa y Estado democrático 


Hemos afirmado más arriba que la novedad que el cristianismo introdujo en la 
política podía considerarse como una moneda con dos caras. Acabamos de ocuparnos de 
una de ellas: la aceptación de un orden político netamente secular. La otra carade la 
moneda expresa la distinción entre obligaciones políticas y religiosas. Y, en concreto, la 
supremacía de la conciencia religiosa sobre las obligaciones políticas y legales. 

A ello se refirió Benedicto XVI en un famoso discurso a la curia romana en 
diciembre de 2005. Decía el Papa en esa ocasión: 


«La Iglesia antigua, con naturalidad, oraba por los emperadores y por los 
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responsables políticos, considerando esto como un deber suyo (cf. 1 Tm 2, 2); pero, en 
cambio, a la vez que oraba por los emperadores, se negaba a adorarlos, y así rechazaba 
claramente la religión del Estado. Los mártires de la Iglesia primitiva murieron por su 
fe en el Dios que se había revelado en Jesucristo, y precisamente así murieron 
tambiénpor la libertad de conciencia y por la libertad de profesar la propia fe, una 
profesión que ningún Estado puede imponer, sino que solo puede hacerse propia con la 
gracia de Dios, en libertad de conciencia». 


En ese mismo discurso, el Papa explicaba cómo en el Concilio Vaticano II la Iglesia 
adoptó un principio inspirador del Estado moderno, y que al hacerlo suyo no hacía sino 
enlazar con su más genuina raíz: 


«El concilio Vaticano Il, reconociendo y haciendo suyo, con el decreto sobre la 
libertad religiosa, un principio esencial del Estado moderno, recogió de nuevo el 
patrimonio más profundo de la Iglesia. Esta puede ser consciente de que con ello se 
encuentra en plena sintonía con la enseñanza de Jesús mismo (cf. Mt 22, 21), así como 
con la Iglesia de los mártires, con los mártires de todos los tiempos». 


Así, pues, la libertad religiosa representa simultáneamente «un principio esencial del 
Estado moderno» y un elemento del «patrimonio más profundo de la Iglesia». Frente a la 
forma inaceptable con que, en el comienzo de modernidad, se expresó el principio de 
libertad religiosa —como negación de una verdad moral a la que la conciencia humana y 
las sociedades hubieran de ajustarse—, en el mencionado discurso el Papa aclaraba que 
«porel contrario, algo totalmente diferente es considerar la libertad de religión como una 
necesidad que deriva de la convivencia humana, más aún, como una consecuencia 
intrínseca de la verdad que no se puede imponer desde fuera, sino que el hombre la 
debe hacer suya solo mediante un proceso de convicción». Es decir, Benedicto XVI 
establece la libertad religiosa en la sociedad civil y en la organización del Estado como 
exigencia, por una parte, de la misma convivencia humana; y, por otra, de la propia 
naturaleza de la verdad, «que no se puede imponer desde fuera». 

Nos muestra Benedicto XVI la existencia de una admirable armonía entre el principio 
de libertad religiosa característico del Estado moderno y la adecuada comprensión del 
servicio de la Iglesia a la verdad, que excluye su imposición y que considera la libertad 
religiosa como un derecho fundamental de la persona humana, tal como se expresó en el 
decreto conciliar Dignitatis Humanae. En el número 2 de ese texto conciliar 
encontramos, en efecto, una de las más sintéticas y clarificadoras exposiciones de la 
naturaleza y alcance de la libertad religiosa; una libertad que, como se capta 
inmediatamente, no es una libertad de los cristianos, sino de todo hombre, en virtud de la 
dignidad humana misma (tal como sugiere el título del decreto)5. 

En continuidad con esta enseñanza del Vaticano II sobre la libertad religiosa fundada 
en la dignidad humana, en las enseñanzas de Benedicto XVI goza de especial relevancia, 
a mi parecer, su mensaje para la Jornada Mundial de la Paz de 1 de enero de 2011. En 
esa ocasión, el Papa centró el discurso de la Jornada que la Iglesia celebra el primer día 
de cada año en la libertad religiosa. En un momento histórico marcado por notables 
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casos de intolerancia fanática y persecución violenta y agresiva contra los cristianos en 
algunos países —sostuvo el Papa que «los cristianos son actualmente el grupo religioso 
que sufre el mayor número de persecuciones a causa de su fe»6— un elemento singular 
de ese mensaje fue la equiparación entre el fanatismo religioso y el laicista, al 
considerarlos «formas especulares y extremas de rechazo del legítimo pluralismo y del 
principio de laicidad». Explicaba el Papa que «en efecto, ambos absolutizan una visión 
reductiva y parcial de la persona humana, favoreciendo, en el primer caso, formas de 
integrismo religioso y, en el segundo, de racionalismo». 

Es decir, ante los ojos del Papa, tan reductivo y parcial es el integrismo religioso 
como el racionalismo. El racionalismo, que afortunadamente no exhibe la violencia 
fisica del fanatismo religioso, es también parcial y reductivo porque se atiene a una 
modulación limitada y empobrecida de la razón, que decreta el rechazo y la prohibición 
de lo que no resulta accesible desde una concepción mutilada de la razón, tal como 
sucede con la razón positivista, que opera solo con las categorías de las ciencias 
naturales. El laicismo, hijo de ese racionalismo, se caracteriza por impedir las 
manifestaciones exteriores de las creencias religiosas y resulta absolutamente contrario a 
la libertad religiosa. Insiste Benedicto XVI en la equiparación del integrismo religioso 
con el laicismo al sostener en ese mensaje que «el ordenamiento jurídico en todos los 
niveles, nacional e internacional, cuando consiente o tolera el fanatismo religioso o 
antirreligioso, no cumple con su misión, que consiste en la tutela y promoción de la 
justicia y el derecho de cada uno». Explica el Papa que «sin libertad religiosa 
garantizada y vivida en su esencia, (la dignidad humana) resulta mutilada y vejada, 
expuesta al peligro de caer en el predominio de los ídolos, de bienes relativos 
transformados en absolutos. Todo esto expone a la sociedad al riesgo de totalitarismos 
políticos e ideológicos, que enfatizan el poder público, mientras se menoscaba y coarta 
la libertad de conciencia, de pensamiento y de religión, como si fueran rivales». 

Quizá a una persona desinformada las advertencias papales le resulten exageradas o 
retóricas. Pero las diversas restricciones que se desean imponer a los creyentes en 
nombre de la laicidad y que se han ido exponiendo a lo largo de este estudio representan 
una demostración fehaciente de que no nos encontramos ante un peligro teórico. No 
menos contraria a la libertad de pensamiento es la fijación obsesiva de la opinión pública 
con la oposición de la Iglesia católica a las campañas para prevenir el SIDA centradas en 
el uso del preservativo. No queda más remedio ante ejemplos de este tipo que compartir 
con Benedicto XVlsu denuncia de una dictadura del relativismo, consecuencia del 
rechazo a admitir la existencia de una verdad, que es preciso buscar para orientar la vida 
en sociedad y la acción política. 

Muchos defensores de la democracia han establecido que su condición de posibilidad 
es el relativismo, es decir, la inexistencia de verdades a las que deba ajustarse la acción 
humana. Los apologetas de este relativismo lo proponen como la salvaguardade las 
libertades, pero, paradójicamente, nos encontramos en un escenario sociopolítico en el 
que cada vez resulta más arriesgado discrepar, y en el que el recurso a los nuevos 
«argumentos de autoridad» —lo que establecen las leyes o lo que dictaminan los 
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diversos organismos nacionales o internacionales, las academias científicas, etcétera— 
desacredita a cualquier posición discrepante con las nuevas verdades oficiales. 

Ante este horizonte de relativismo deletéreo, en su mensaje de la Jornada Mundial 
por la Paz Benedicto XVI apuesta por la búsqueda de la verdad en la acción política, a la 
vez que rompe una lanza a favor de lo que las religiones pueden aportar. En efecto, el 
Papa aboga por fundar las legislaciones sobre los principios de la ley natural, para 
otorgar, así, a la acción política de un fundamento previo a sus decisiones, un 
fundamento que proteja la dignidad humana de las posibles arbitrariedades de decisiones 
políticas que no desean conmensurarse con la verdad del hombre y «que terminan por 
suplantar la verdad y la dignidad humana». Las religiones, lejos de ser un obstáculo que 
se interpone entre el hombre y su realización cabal, ayudan, sostiene Benedicto XVI, a 
«reconocer y afirmar aquellas verdades, principios y valores universales que no pueden 
negarse sin negar la dignidad de la persona humana». 


ΤΠ. CONCLUSIONES 
1. La desmesura de un mundo sin Dios 


Analizadas a lo largo del presente trabajo las diversas pretensiones laicistas, nos 
encontramos en condiciones de realizar algunas consideraciones a modo de conclusión. 
Lo primero que cabe decir es que el laicismo representa una pretensión exagerada y 
desmedida. 

La laicidad, en realidad, no es más que una característica del orden político, según la 
cual éste no se encuentra sujeto al orden religioso. La autoridad política goza de plena 
legitimidad sin la necesidad de ninguna sanción religiosa y es autónoma respecto a 
cualquier autoridad religiosa. La laicidad representa una exigencia de las democracias 
liberales, porque en ellas han de salvaguardarse las libertades fundamentales de los 
ciudadanos y, en lo que a esto respecta, la libertad religiosa, de manera que la condición 
de ciudadano, con los derechos y deberes que aquella comporta, no se encuentre 
condicionada a la fe que se posea o a las creencias que se tengan o se dejen de tener. 

La laicidad supone que el Estado se considera incompetente en materia religiosa, de 
manera que no se encuentra facultado para adherirse o para rechazar ninguna verdad 
religiosa. De esta manera, el Estado se muestra neutral en materia religiosa y respeta 
escrupulosamente la libertad religiosa de todos los ciudadanos, ya se manifieste esta en 
la adhesión a una u otra religión, ya se manifieste en forma de increencia agnóstica o 
atea. 

Ahora bien, la neutralidad religiosa del Estado y su incompetencia en esta materia no 
significa que el Estado haya de ser indiferente a la libertad religiosa de los ciudadanos, o, 
mucho menos, que haya de ser beligerante con la religión y sus diversas 
manifestaciones, más o menos exteriores o públicas. La neutralidad religiosa del Estado 
y su consiguiente laicidad no se materializan en limitaciones al despliegue de la libertad 
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religiosa o en algún tipo de hostilidad contra la religión y su libre desenvolvimiento. 
Cuando el Estado se comporta restrictivamente frente a las manifestaciones exteriores de 
religiosidad deja de ser neutral. Neutralidad religiosa del Estado no significa negación de 
las expresiones exteriores, sociales y públicas de la vivencia y de las creencias religiosas. 
Cuando el Estado se muestra restrictivo con tales expresiones está siendo todo menos 
neutral. Es, en ese momento, cuando la laicidad deja de ser una cualidad de la 
organización política de la sociedad, es decir, del Estado, para transformarse en laicismo. 

El laicismo, por tanto, va más allá de la adecuada independencia del orden político 
respecto a las instancias religiosas y se propone instrumentalizar el Estado para ponerlo 
al servicio de una parte de la sociedad, reacia y contraria a la presencia social y pública 
de la religión. La pretensión de un espacio público —en su acepción tanto física como 
moral— neutro, entendiendo por neutralidad la completa ausencia de vestigios y 
referencias religiosos representa una tergiversación espuria de la laicidad política. Un 
espacio público sin Dios no es un espacio neutro, sino contrario al despliegue social y 
público de las creencias religiosas; un despliegue que no es que pueda tolerarse, sino que 
el Estado mismo ha de asegurar y garantizar, tal como le corresponde hacer con todos los 
derechos fundamentales de la persona, en este caso, el de libertad religiosa. Un espacio 
público que excluyera a los creyentes resultaría, obviamente, un espacio colonizado por 
un sector concreto de la sociedad: el de quienes poseen una visión agnóstica o atea de la 
vida y del mundo. Un espacio de este tipo no sería el espacio de «todos», sino el de una 
parte muy concreta de la sociedad. 

El laicismo deja de ser, pues, un proyecto político como lo es la configuración de un 
Estado aconfesional y religiosamente neutral, para convertirse en un proyecto cultural”. 
Representa la pretensión de poner al Estado y a las reglas del juego político al servicio 
de un ambicioso proyecto cultural consistente en configurar un mundo sin Dios, es decir, 
un mundo en el que la construcción social de la vida humana se realice al dictado de la 
visión atea o agnóstica. Representa la pretensión no solo de que Dios carezca de toda 
visibilidad en la vida social, sino también de que la religión resulte completamente 
inoperante en la configuración de la vida socials. 

A los agnósticos y ateos militantes les asiste, como ya ha quedado dicho, el derecho 
democrático de hacer valer sus ideas, de influir públicamente para fomentar la increencia 
y difundir su particular visión de la realidad, de hacerse presentes en el foro público de 
cara a mostrar su oposición a los contenidos de una determinada religión o a los de 
todas; en fin, les asiste el derecho democrático a incidir en la configuración cultural de la 
sociedad y, por decirlo con toda crudeza, a difundir el ideal construir el mundo al 
margen de Dios, pero no les asiste ningún derecho ni para limitar la libertad religiosa de 
los creyentes —con sus legítimas expresiones públicas— ni para apropiarse del Estado 
en beneficio de su proyecto cultural, excluyendo del juego político a quienes no 
comparten su visión de la realidad. Como es fácil concluir, tal intento representa, desde 
el punto de vista de la lógica democrática, una pretensión completamente desmesurada e 
intolerable. 
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2. ¿Una verdad incómoda? 


La desmesura laicista, por otra parte, no representa un peligro solo para la libertad de 
los creyentes; representa una auténtica amenaza para la democracia, y ello en virtud de 
su renuncia a la verdad. Al parecer, no solo el calentamiento del planeta es una verdad 
incómoda. La verdad, según cierta mentalidad, resultaría siempre incómoda para la 
convivencia humana y para el orden democrático. 

Lo que, sin embargo, es preciso comprender, contra lo que sostiene el discurso 
dominante, es que la verdad no reviste ninguna amenaza para las libertades; al contrario, 
las hace posibles. Sin verdad, la democracia colapsa porque entra en una espiral de 
imposiciones legales a los ciudadanos, a los que se les arrebata la capacidad de discrepar. 

Sin referencia a una verdad que pueda servir de medida y límite de las decisiones 
políticas, estas se absolutizan. El juego de las mayorías, sin un horizonte de verdad con 
el que medirse, se hace despótico, porque las medidas aprobadas de acuerdo con el 
criterio democrático de la mayoría pasan a convertirse en una apisonadora que no admite 
el más mínimo resquicio para estilos de vida contrarios a los que en cada momento 
gozan de la fuerza de la ley. Lo hemos visto en la Introducción, en el ejemplo del 
matrimonio británico al que se le denegó la tutela de niños, debido a sus opiniones sobre 
la homosexualidad. También hubo ocasión de comprobar este sesgo totalitario en el 
gobierno español en 2009, cuando tras aprobar la liberalización del aborto o la 
dispensación de la píldora postcoital en las farmacias, puso los medios a su alcance para 
dificultar la objeción de conciencia e imponer el aborto al conjunto de la ciudadanía; 
obviamente, no es que el Estado obligara a ninguna mujer a abortar, pero sí al personal 
sanitario y farmacéutico a colaborar con el aborto. En tales comportamientos 
comprobamos que en ocasiones las leyes se utilizan no solo para permitir o difundir 
determinadas conductas, sino que fuerzan también la aquiescencia de los ciudadanos. 

La realidad que se acaba de describir resulta magníficamente expresada en un lúcido 
análisis de Rhonheimer, en el que distingue entre la laicidad en un sentido meramente 
político y una concepción integrista de la laicidad9. En su distinción, el profesor suizo 
explica que «la laicidad integrista pretende la autonomía de las instituciones políticas no 
solo como autonomía política, institucional y jurídica, sino también —en un sentido 
comprensivo— como último criterio moral en el ejercicio de dicha autonomía (...) 
Tiende a convertir los hechos mismos ——mayorías concretas, medidas legislativas, 
etcétera— en valores políticos supremos y moralmente inapelables»10. Y añade que 
«por su propia naturaleza y a modo de principio, este tipo de laicidad tiende a anular la 
distinción entre poder y moralidad. Es decir, tiende a excluir, al menos implícitamente, 
el hecho de que existan criterios de valor objetivos e independientes del ejercicio 
práctico del poder político, según los cuales pueda enjuiciarse el ejercicio del poder»] 1. 

Consiguientemente, el laicismo representa en el terreno de los hechos, el intento de 
imponer al conjunto de la ciudadanía una «moral laica» que, supuestamente, contaría con 
todas las bendiciones del procedimiento democrático, pero que, en realidad, se pretende 
establecer expulsando del debate y del juego político a las concepciones morales en las 
que queden vestigios de alguna tradición religiosa. Por otra parte, y ello representa un 
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intolerable atropello, esa «moral laica», presuntamente racional al haberse liberado de la 
influencia de las creencias religiosas y pretendidamente democrática en virtud de su 
apoyo parlamentario, decreta una sumisión sin paliativos a sus dictados y utiliza el 
aparato del Estado para imponerse sin resquicios y sin excepciones. Su pretendida 
racionalidad inviste a sus normas en universales y, por tanto, de obligado cumplimiento, 
sin que se admita la mínima discrepancia o fisura en el cumplimiento de la ley. El 
mensaje que se lanza a los ciudadanos es que no hay más ética que la moral pública, 
entendida como el conjunto de normas de actuación en el ámbito público que cuenta con 
el respaldo de las instituciones políticas. Se admite un ámbito para la moral personal, 
pero, eso sí, dentro de los magros límites del mundo privado. Cualquier acción que 
trascienda la pura privacidad habrá de adecuarse a lo que decretan las leyes. 

Así sucede cuando el Estado organiza un sistema educativo en el que los profesores 
no pueden enseñar o exponer principios éticos que vayan contra los principios que 
establecen algunas leyes. La dignidad de la mujer, las relaciones afectivas y sexuales, el 
concepto de familia, el respeto por la vida, y otros valores han de exponerse, al menos en 
un centro público y de algún modo en todos, en conformidad con la manera en que esas 
realidades han sido legisladas. Por supuesto, en la práctica los padres no tienen derecho, 
desde luego no en un centro público y a veces tampoco de otro modo, a que sus hijas y 
sus hijos sean educados conforme a ideas diferentes a las que se plasman en las leyes. 

Paradójicamente, la liberación laicista respecto de la verdad y su renuncia a ella, por 
haberla considerado una amenaza potencial para la libertad política de los ciudadanos, 
resulta que nos introduce en una asfixiante atmósfera de prohibiciones y obligaciones 
con muy pocas holguras para un estilo de vida alternativo al que se impone a los 
ciudadanos con la fuerza coercitiva del Estado. 

El denodado empeño, por ejemplo, que han puesto algunas administraciones 
españoles en erradicar la denominada enseñanza diferenciada por razón de sexo resulta 
asombroso. Muestra hasta qué punto una determinada concepción de la igualdad de la 
mujer intenta imponer de manera ideológica y dogmática un modelo educativo, frente a 
otros posibles y que, en una sociedad plural, deberían admitirse pacíficamente. También 
resultan sintomáticos los equilibrios que han de hacer los publicistas para que sus spots 
no hieran ninguna sensibilidad, minoría, o nuevo mandamiento. La liberación frente a la 
ominosa verdad ha creado una sociedad extremadamente puritana en la que uno tiene la 
impresión de caminar por el filo de la navaja, expuesto a que alguna ley defensora de no 
se sabe qué acabe con uno en los tribunales. 

El genuino sentido de la democracia exige, por tanto, restablecer la verdad como 
aliada de la libertad humana. Solo desde la consideración de que existe un criterio moral 
que mide las decisiones políticas los ciudadanos podemos sentirnos verdaderamente 
libres y podemos albergar la esperanza de combatir lo que consideramos injusto. Y no 
solo es que podamos albergar esa esperanza —más o menos factible en cada caso—, 
sino, sobre todo, podremos sentirnos moralmente legitimados a participar en el juego 
democrático con la convicción íntima de que lo que pretendemos es justo y no solo 
políticamente realizable en función de la aritmética parlamentaria. 
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Es verdad que los criterios de justicia y de verdad serán diversos entre los diferentes 
ciudadanos y grupos sociales. Pero la constatación de que existe una pluralidad de 
criterios de verdad y de bien no ha de llevarnos a concluir que no existen la verdad ni el 
bien. Aceptar esto equivaldría al reconocimiento cínico de que, efectivamente, cuando 
participamos en el juego político lo único que pretendemos es imponer nuestra voluntad 
a los demás. La democracia representa, precisamente, el sistema que permite solventar 
políticamente el hecho de que existen discrepancias sobre lo verdadero y lo bueno. 
Ahora bien, que las pretensiones de verdad de unos ciudadanos hayan de ceder ante las 
de otros, no significa que unos y otros no podamos estar buscando la verdad. Que el 
hallazgo de la verdad resulte un camino fatigoso, no siempre exitoso y siempre parcial, 
no debe llevarnos a desentendernos de ella. Solo buscándola la podremos encontrar o, al 
menos, acercarnos a ella. 

Cuando se soslaya un horizonte de verdad hacia el que la comunidad política puede 
caminar, aunque sea a tientas, no es que seamos más libres; seremos, en todo caso, más 
manipulables. Así lo podemos constatar en una cultura mediáticamente conformada, en 
la que el espíritu crítico brilla por su ausencia y en laque se instala una insidiosa 
uniformidad ideológica, que produce ciudadanos cada vez más dúctiles. No es la 
búsqueda de la verdad lo que nos esclaviza, sino su renuncia a encontrarla. No es más 
fuerte la democracia cuando se instala en el relativismo, sino cuando da cauce libre a la 
energía que le aportan los ciudadanos que se mueven por un ideal de justicia. El deseo de 
verdad y de justicia refuerza la democracia. 

Sobre la necesidad de que el sistema político se inspire en la verdad, en la justicia y 
en el derechose pronunció Benedicto XVI en su histórico discurso al Parlamento Alemán 
en septiembre de 2011. Y explicó el Papa que, para confiar en la verdad, es preciso 
haberse despojado de una visión unilateral y reductiva de la razón; de la interpretación 
positivista de la razón, según la cual la única forma de racionalidad sería la propia de la 
ciencia positiva, que se ocupa de la naturaleza desde una perspectiva funcional y que 
establece un abismo infranqueable entre ser y deber ser. 

Éste es el diagnóstico que ofrece Benedicto XVI en el mencionado discurso: 


«Una concepción positivista de la naturaleza, que comprende la naturaleza de 
manera puramente funcional, como las ciencias naturales la entienden, no puede crear 
ningún puente hacia el Ethos y el derecho, sino dar nuevamente solo respuestas 
funcionales. Pero lo mismo vale también para la razón en una visión positivista, que 
muchos consideran como la única visión cientifica. En ella, aquello que no es 
verificable o falsablel2 no entra en el ámbito de la razón en sentido estricto. Por eso, 
el ethos y la religión han de ser relegadas al ámbito de lo subjetivo y caen fuera del 
ámbito de la razón en el sentido estricto de la palabra. Donde rige el dominio 
exclusivo de la razón positivista —y este es en gran parte el caso de nuestra conciencia 
pública— las fuentes clásicas de conocimiento del ethos y del derecho quedan fuera de 
juego. Esta es una situación dramática que afecta a todos y sobre la cual es necesaria 
una discusión pública; una intención esencial de este discurso es invitar urgentemente 
a ella»13. 
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Sin embargo, el ensanchamiento de la razón más allá del método científico-positivo, 
franquea el paso a un derecho fundado en la verdad y en el bien. En su discurso, 
Benedicto XVI, a la vez que presentaba el cristianismo como una religión que no hace de 
la religión la fuente del derecho, proclamaba la necesidad de fundar el derecho en la 
naturaleza y en la razón —no entendida ahora como razón positiva—y, de esa manera, 
en Dios. 


«Contrariamente a otras grandes religiones, el cristianismo nunca ha impuesto al 
Estado y a la sociedad un derecho revelado, un ordenamiento jurídico derivado de una 
revelación. En cambio, se ha remitido a la naturaleza y a la razón como verdaderas 
fuentes del derecho, se ha referido a la armonía entre razón objetiva y subjetiva, una 
armonía que, sin embargo, presupone que ambas esferas estén fundadas en la Razón 
creadora de Dios». 


Los frutos de esa armonía, cuando se ha dado, han sido según el Papa los siguientes: 


«Sobre la base de la convicción de la existencia de un Dios creador, se ha 
desarrollado el concepto de los derechos humanos, la idea de la igualdad de todos los 
hombres ante la ley, la conciencia de la inviolabilidad de la dignidad humana de cada 
persona y el reconocimiento de la responsabilidad de los hombres por su conducta». 


No es, por tanto, la verdad una realidad incómoda de cara a la construcción de un 
ordenamiento democrático. No es de la verdad de lo que hemos de liberarnos, sino de los 
usos reductivos de la razón que acaban por imponer al ser humano limitaciones 
contrarias a su dignidad. La mayor garantía de los derechos humanos proviene, 
precisamente, de la humilde disposición de querer alcanzar una verdad que, 
efectivamente, a menudo resulta esquiva. Solo persiguiendo lo justo y lo bueno podemos 
construir los hombres un mundo que, sin ser nunca un paraíso, será expresión, al menos, 
del noble esfuerzo de la política para servir a la causa de la dignidad humana. 


1 «el laicismo decimonónico (...) identificaba la actitud política en pro del Estado laico y de la libertad con una 
actitud religiosamente antidogmática, subjetivista y relativista. En efecto, respecto a reivindicaciones de verdad 
religiosa, el laicismo del siglo XIX tendía a basar la necesaria neutralidad pública y política en la negación de la 
existencia misma de tal verdad», Rhonheimer, Cristianismo y laicidad, página 80. 


2 Para profundizar en este argumento merece la pena leer Rhonheimer, Cristianismo y laicidad, páginas 25-31. 
3 Gaudium et spes (7-XI1-1965), n. 36 y Constitución Dogmática sobre la Iglesia, Lumen gentium (21-X1-1964), 
n. 36, in fine. 


4 RHONHEIMER, páginas 25-28. 

5 Una profundización en el alcance que desde la perspectiva política representan estas afirmaciones se puede 
encontrar en Rhonheimer, páginas 92 a 94. 

6 En el Informe de Libertad Religiosa en el mundo de 2010, elaborado por Ayuda a la Iglesia Necesitada, se 
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habla de 200 millones de cristianos perseguidos por razón de su fe y por otros 150 millones que padecen alguna 
discriminación. 

7 Por ejemplo, RAFAEL DÍAZ-SALAZAR, profesor de Sociología de la Universidad Complutense, en plena 
revolución árabe, al interrogarse en un artículo de prensa sobre el papel de la laicidad en dicha revolución, 
afirmaba que «la laicidad no solo tiene que ver con la desconfesionalización de la política. No se trata solo de 
vencer la dominación de las jerarquías religiosas, sino de acabar con las diversas formas de dominación 
económica, social y cultural» (RAFAEL DÍAZ-SALAZAR, El futuro político del mundo árabe y la laicidad, El País, 3 
de marzo de 2011). 

8 Es preciso recordar de nuevo que admitir la religión como una experiencia exclusivamente privada, sin ningún 
reflejo en el ámbito público y social, es lo mismo que no admitirla de ninguna manera. 

9 RHONHEIMER, cit., páginas 115 a 131. 

10 Página 127. 

11 Página 121. 

12 Según algunas concepciones de la ciencia, especialmente la de Karl Popper, una característica del 
conocimiento científico es su carácter falsable, es decir, construido mediante proposiciones susceptibles de que los 
hechos puedan mostrar su falsedad. Una teoría que no admitiera la posibilidad de que los hechos refuten su validez 
no sería científica. El conocimiento de la evolución, por ejemplo, sería científico en tanto que es susceptible de 
que los hallazgos puedan desmentir las explicaciones que se construyen. Tales desmentidos, obligan a afinar las 
búsquedas de manera que cada vez podemos estar más cerca del conocimiento de lo que realmente ha ocurrido. 

13 Visita al Parlamento Federal de Alemania, Discurso del Santo Padre Benedicto XVI, Reichstag, Berlín 
Jueves, 22 de septiembre de 2011. Se puede consultar en el website del Vaticano. 
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